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Este informe es parte del proceso de investigación que ha servido de base para la elaboración del estudio regional: 
"Niñez que cuenta - El impacto de las políticas de drogas sobre niñas, niños y adolescentes con madres y padres 
encarcelados en América Latina y el Caribe (Giacomello, Corina, 2019)". Este proyecto ha sido coordinado y ejecutado 
por la Oficina Regional para América Latina y el Caribe de Church World Service (CWS), en coordinación con 
miembros de la Plataforma NNAPES, y contó con el apoyo financiero de Open Society Foundations y CWS.  
 
El estudio regional recopila los contenidos de los ocho informes nacionales llevados a cabo, durante el año 2018, por 
investigadores locales y organizaciones de la sociedad civil en México, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, 
Chile, Brasil, Uruguay y Panamá. Es así que tanto el estudio regional como cada uno de los informes nacionales 
procuran adentrarse en una tríada poco explorada: los derechos de la niñez y adolescencia, las políticas de drogas y 
el encarcelamiento. Esto se realiza a partir del análisis normativo y de políticas públicas, la recopilación de datos 
cuantitativos sobre el número de Niñas, Niños y Adolescentes con Padres Encarcelados (NNAPES) por delitos de 
drogas menores no violentos y, sobre todo, en base a sus vivencias y testimonios. 
 
A partir de las voces de setenta niñas, niños y adolescentes con padres encarcelados, de sus cuidadoras y 
cuidadores y de personas privadas y ex privadas de la libertad, se generan insumos que se espera puedan ser útiles 
para las organizaciones que trabajan con niñez, los grupos que procuran incidir en las políticas de drogas en la 
región y los decisores y operadores de políticas públicas relacionadas con los derechos de la niñez, el 
encarcelamiento y las políticas de drogas.  
 
Para acceder al resto de los estudios nacionales, al informe regional y a otros documentos y piezas relacionadas con 
el proyecto, dirigirse a www.cwslac.org/nnapes-pdd  
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Introducción 
 
 
En diciembre de 2015, en el Hospital San Miguel del Arcángel ubicado en el distrito de San 
Miguelito (ciudad de Panamá), nació una niña llamada Ely 1 cuya madre es una mujer extranjera 
proveniente de Bahamas, quien fue privada de la libertad tras ser detenida en el aeropuerto 
intentando ingresar droga al país.  
 
Por la situación judicial de su madre, Ely —con sólo 22 días de vida— fue trasladada a un “hogar 
de protección” ubicado en las afueras de la ciudad. Su madre no cuenta con residencia ni familia 
en Panamá, por ende, Ely se ha mantenido en dicho hogar a la espera de que un familiar pueda 
venir a buscarla o su madre cumpla la condena y pueda llevarla con ella.  
 
Si bien, desde su nacimiento, la niña es trasladada cada 15 días al Centro Femenino de 
Rehabilitación (CEFERE) para que pueda ver a su madre, en enero de 2018 cumplió 2 años 
viviendo en el “hogar de protección” alejada de su grupo familiar.  
 
Ely ha sido alejada de su madre, de su familia, de su cultura y raíces; uno de los tantos ejemplos 
de ello es que su madre habla inglés, al igual que la familia que se espera venga a buscarla en 
los próximos meses, pero Ely sólo ha aprendido español. Esta historia,2 con la que nos 
encontramos en el desarrollo de la presente investigación, revela las brutales consecuencias que 
pueden tener en la vida de los niños, niñas y adolescentes (NNA, de aquí en adelante) las políticas 
de encarcelamiento aplicadas a los delitos de droga. Ely, por la situación que enfrenta su madre, 
pierde un derecho básico reconocido en la Convención de los Derechos del Niño: no ser separada 
de sus padres contra la voluntad de ellos (ONU, 1989: art. 9) y, por la naturaleza del delito 
cometido, el Estado no posibilita otras opciones de cumplimiento de la pena que sean 
compatibles con el derecho a la vida familiar que tienen los NNA.  
     
Según los últimos datos disponibles para este informe, la población penitenciaria en Panamá 
asciende a 16,173 personas, de las cuales 15,304 (95%) son hombres y 869 (5%) son mujeres 
(DGSP, 2017). Dicha población se encuentra distribuida en 17 centros penitenciarios, de los cuales 
cuatro albergan población femenina3 (dos de estos —Los Algarrobos y el CEFERE— de manera 
exclusiva). Entre los centros penitenciarios femeninos, destaca la alta concentración de 
población en el CEFERE, donde se encuentran internas 73% de las mujeres privadas de la libertad 
en el país. 
 
Muchas personas encarceladas son padres y madres; no contamos con información estadística 
confiable respecto a esta situación, pero en las consultas realizadas a las Juntas Técnicas de los 
principales centros penitenciarios del país, así como en estudios previos sobre el tema, se afirma 
que la mayoría de internos e internas (aproximadamente 80%) tiene hijos e hijas. 4 
 

 

                                                           
1 Los nombres fueron cambiados para proteger las identidades de los NNA y otras personas entrevistadas. 
2 Esta historia fue identificada a través de la entrevista realizada a la profesional del “hogar de protección” que supervisa la 
atención brindada a Ely, por ello se desconocen mayores antecedentes sobre la condena de su madre.  
3 Las prisiones que albergan población femenina son Centro Femenino de Rehabilitación de Panamá (Ciudad de Panamá), Nueva 
Esperanza (Colón), Los Algarrobos (David, Chiriquí), Llano Marín (Coclé).  
4 Se estima que 81% de las mujeres privadas de la libertad en Panamá son madres, la mayoría tiene hijos menores de edad y 10% 
tiene hijos menores de tres años (UNODC, 2015). 
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Antecedentes 
 
Niños, niñas y adolescentes con referentes privados de la libertad 
 
En Panamá se han realizado investigaciones sobre la situación de las mujeres privadas de la 
libertad que hacen referencia a su condición de madres. En particular, destacan dos estudios de 
años recientes: “Diagnóstico de la situación de las mujeres privadas de libertad desde un 
enfoque de género y derechos” (UNODC, 2015) y “Los niños, niñas y adolescentes hijos e hijas de 
mujeres privadas de libertad en Panamá” (UNICEF, 2016). No contamos, sin embargo, con 
información semejante para el caso de los hombres/padres privados de la libertad. 
 
La legislación penitenciaria nacional y distintos convenios internacionales firmados por 
Panamá reconocen los derechos de las madres privadas de la libertad y la necesidad de 
mantener el vínculo materno filial de las mujeres en esta condición. 

 

Los centros penitenciarios femeninos dispondrán de un local adaptado como 
hogar maternal, que contará con guardería infantil, dependiente de la clínica 
penitenciaria, estará arquitectónicamente separado del resto de los módulos 
del centro […] si el niño ingresa en un centro penitenciario en el que no exista 
hogar maternal será trasladado junto a las madres, de forma inmediata, a un 
centro penitenciario que disponga de hogar maternal (Panamá, 2005: art. 26, 
no. 5 y 6). 

 

Sin embargo, “los centros penitenciarios femeninos del país no cuentan con instalaciones 
adecuadas o suficientes para: la atención integral a la salud de las mujeres embarazadas, 
hogares maternales, programas de atención a hijos e hijas de las reclusas que viven con sus 
madres u otros” (UNODC, 2015: 12). Dado que no hay hogares maternales en los centros 
penitenciarios femeninos, las niñas y niños menores de tres años no se encuentran dentro de 
las cárceles con sus madres encarceladas. 
  
Cabe señalar que la mayoría de estas mujeres tiene a sus hijos e hijas bajo el cuidado de un 
familiar, por lo general, la abuela o una tía materna, un porcentaje mínimo tiene a sus hijos e 
hijas bajo el cuidado y custodia de una institución pública y, en muy pocos casos, el padre es 
quien está a cargo del cuidado y manutención de los hijos e hijas. Comúnmente, los padres se 
encuentran ausentes y, en algunos casos, su presencia se reduce a brindar —de manera 
irregular— un apoyo económico para el sostenimiento de sus hijos e hijas. “El padre de mis hijos 
económicamente sí los atiende, cada 15 días les llama y les dice “toma la plata” y ya” (UNODC, 2015: 92). 
Los estudios también indican que las madres privadas de la libertad suelen distribuir el cuidado 
de sus hijos e hijas en diferentes hogares para reducir la carga que supone dejarlos bajo la 
responsabilidad de una sola familia. 
 
Por tanto, todos los hijos e hijas de las mujeres y hombres privados de la libertad en Panamá 
viven fuera de prisión, la gran mayoría con familiares cercanos y, en menor medida, en 
instituciones. Asimismo, hay NNA con padres encarcelados (NNAPES, de aquí en adelante)5 que 
viven fuera el país, pues alrededor de 30% de las personas en reclusión por infracciones a la Ley 
de Drogas son extranjeras (UNODC, 2017). 
 

                                                           
5 La sigla NNAPES es utilizada en este estudio por razones prácticas; su intención no es despersonalizar u homogeneizar a niñas y 
niños con características, historias, vidas y voces únicas y propias. Por ello, su uso será alternado con los términos niñas y niños, 
hijas e hijos, niñez e infancias o, cuando se reportan testimonios, con el nombre ficticio del niño, niña o adolescente. 
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Varias mujeres privadas de la libertad afirman que sus parejas, maridos o padres de sus hijos e 
hijas también se encuentran en prisión. Tal situación ha podido identificarse en 10% de la 
población penitenciaria femenina, la cual está conformada en gran medida por mujeres madres. 
Este dato indica la existencia de padres y madres en reclusión que forman parte de la misma 
familia y, por ende, la existencia de hijos e hijas con sus dos progenitores privados de la libertad. 
 
El diagnóstico de UNODC (2015) sobre la situación de las mujeres privadas de la libertad en 
Panamá reveló la necesidad de estudiar y atender las consecuencias o impactos del 
encarcelamiento de las madres en la vida de los NNA, población que permanece invisibilizada en 
las políticas públicas. En este sentido, se planteó la siguiente recomendación: “elaborar un 
diagnóstico de la situación familiar de las mujeres privadas de libertad, realizando especial 
hincapié en la situación de los hijos e hijas menores de edad, [y] diseñar un protocolo de 
seguimiento y actuación con hijos e hijas de las privadas de libertad en situación de especial 
vulnerabilidad” (UNODC, 2015: 138). 
 
Atendiendo a dicha recomendación, UNICEF (junto con el Ministerio de Gobierno) promovió la 
realización en 2016 del estudio titulado “Los niños, niñas y adolescentes hijos e hijas de mujeres 
privadas de libertad en Panamá”, el cual presenta un diagnóstico de esta situación, así como un 
“Modelo de atención para la convivencia familiar de hijos e hijas de mujeres privadas de 
libertad”, mismo que plantea la necesidad de una articulación institucional para atender de 
manera integral a este colectivo de NNA. 
 
A su vez, el diagnóstico detalla las principales problemáticas que enfrentan las madres privadas 
de la libertad; a partir de una investigación cualitativa que implicó entrevistar a mujeres en esta 
condición en los cinco centros penitenciarios del país, se obtuvieron los siguientes hallazgos: 

 

1) en relación con el sistema policial: el proceso de arresto se realiza en presencia de los 
NNA sin considerar las afectaciones hacia ellos y no se les brinda ningún tipo de apoyo 
para que puedan comprender la situación y procesar el duelo una vez su madre es 
aprehendida; 

2) en relación con el sistema penitenciario: éste se fundamenta en principios patriarcales y 
adulto-céntricos que violentan y discriminan a las mujeres y a sus hijos e hijas; la 
infraestructura penitenciaria para las mujeres encarceladas es inadecuada, escasa e 
insuficiente para su atención y para el desarrollo de las relaciones materno-filiales; no 
existen criterios uniformes para la periodicidad y duración de las visitas, las cuales se 
ven obstaculizadas por cuestiones vinculadas a la economía familiar, el transporte, la 
seguridad, entre otras; el sistema de información penitenciaria es deficiente para la toma 
de decisiones dirigidas a mejorar la situación de las madres privadas de la libertad y sus 
hijos e hijas; un grupo importante de NNA con madres encarceladas vive en albergues y 
se encuentra desarraigado de sus familias; las condiciones de riesgo social 
(discapacidad, pobreza, diversidad sexual, etc.) de los NNA se incrementan con la 
reclusión de sus madres; hay un número importante de madres extranjeras privadas de 
la libertad que han estado separadas por años de sus hijos e hijas que viven en su país 
de origen; 

3) en relación con el proceso judicial: no se incorpora la perspectiva de género en la 
interpretación y aplicación del derecho penal, lo que deriva en procesos injustos para las 
mujeres; la prisión preventiva (incluyendo la que se aplica a las mujeres madres) es una 
práctica generalizada; la transición de la justicia retributiva a la restaurativa ha 
impedido mejorar la situación de las madres encarceladas; 

4) en relación con los operadores de justicia: en los procesos penales y familiares no existe 
una defensa de los NNA que tutele sus derechos y garantice su protección integral; hay 
un desconocimiento por parte de los operadores de justicia del derecho internacional de 
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los derechos humanos de los NNA en relación con las políticas de persecución fiscal y 
tratamiento penitenciario, lo que trae como consecuencia la inaplicación del interés 
superior de los NNA hijos e hijas de mujeres privadas de la libertad; en las resoluciones 
judiciales no se respeta el derecho a la lactancia de los niños y niñas; 

5) en relación con los servicios sociales: no existen programas de atención que tomen en 
cuenta las condiciones etarias y sociales de los NNA con madres en reclusión para evitar 
situaciones de riesgo; la ausencia de la figura paterna incide directamente en la 
protección de los NNA. 

 

Los estudios realizados hasta el momento evidencian una situación que resulta problemática 
para los hombres y mujeres en reclusión, pero especialmente para sus hijos e hijas. Los NNA 
suelen ser víctimas del castigo penal y del encierro de sus padres y madres, sin embargo, no se 
visibilizan o reconocen en los sistemas de justicia penal y penitenciario (Murray et al., 2014). 

 

Delitos de drogas: alta criminalización y encarcelamiento 
 
En Panamá, como en otros países de la región, la mayoría de las mujeres privadas de la libertad 
(70%) se encuentra en dicha situación por delitos relacionados con drogas, a diferencia de los 
hombres encarcelados por estos mismos delitos, quienes representan sólo 31% del total. 
 
El estudio “Personas privadas de libertad por delitos de drogas en Panamá: enfoque socio-
jurídico del diferencial por género en la administración de la justicia penal” (UNODC, 2017) reveló 
con rotundidad la vinculación entre los delitos de drogas y el encarcelamiento femenino en el 
país, en gran medida, por el carácter extremadamente punitivo de la ley penal de drogas y la falta 
de consideraciones de género en la aplicación de la justicia penal. Situación que se replica en 
todos los países de América Latina y el Caribe (CEDD, 2017). 
 
En este estudio, un dato relevante del perfil sociodemográfico de las personas encarceladas por 
delitos de drogas es que 90% afirma tener hijos (UNODC, 2017), porcentaje mayor al que se 
identificó en el diagnóstico general de las mujeres privadas de la libertad, el cual oscilaba 
alrededor de 70% (UNODC, 2015). 
 
Los hombres y mujeres en reclusión por delitos de drogas normalmente cuentan con altas 
cargas familiares: tuvieron dos o más hijos a edades tempranas a los que se suman otros 
dependientes (menores y mayores). En el caso de las mujeres, muchas eran jefas de familia 
antes de entrar a prisión.  
 
En cuanto al tipo de delitos de drogas cometidos por hombres y mujeres, el estudio concluye que 
las mujeres se encuentran en las cárceles por delitos menores de drogas, “delitos que afectan 
en menor medida al bien jurídico protegido o tutelado: por el tipo penal (salud pública), por la 
cantidad de droga (normalmente inferior a la de los delitos de los hombres), así como por la 
ausencia de violencia en la comisión del delito” (UNODC, 2017: 89). 
 
Asimismo, una de las principales conclusiones del estudio es que, en los casos de drogas, la 
administración de justicia no considera el contexto del delito, el rol y el género de la persona 
imputada. El impacto de la política punitiva de drogas en el país se evidencia no sólo en la alta 
proporción de personas privadas de la libertad por esos delitos, en especial mujeres, sino 
también en las víctimas colaterales de esta “guerra contra las drogas”: los hijos e hijas de las 
personas presas. 
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Estudios realizados en varios países de la región afirman de manera contundente que existe una 
vinculación perversa e injusta entre las políticas de drogas punitivas y las altas tasas de 
encarcelamiento, pero hasta ahora no se ha investigado de la misma manera cómo este enfoque 
para combatir las drogas en América Latina tiene otras víctimas: los NNAPES.  
 
El presente informe surge de esta inquietud, busca cubrir ese vacío y tiene como principal 
antecedente un estudio realizado por Church World Service y Gurises Unidos (2013), el cual 
centra su atención en los diferentes impactos vividos por los NNAPES, con independencia del 
delito por el cual sus padres y madres se encuentran en reclusión. A partir de un enfoque basado 
en los derechos de los NNA, ese estudio denuncia la falta de atención a este colectivo en los 
procesos judiciales con respuesta penal y en la gestión penitenciaria de diferentes países de la 
región, así como la consecuente vulneración de derechos que esta situación genera. El informe 
que aquí se presenta sigue la misma línea, pero enfatiza cómo el encarcelamiento por delitos 
relacionados con drogas impacta en la vida de los NNA y vulnera sus derechos. 
 
 
 
Objetivo  
 
Esta investigación busca generar conocimientos sobre el impacto específico que el 
encarcelamiento tiene en la vida de los NNA con referentes adultos privados de la libertad por 
delitos menores de drogas en Panamá. 
 
 
  
Metodología 
 
Esta investigación comenzó con la revisión bibliográfica (lectura y sistematización) de los 
principales estudios, artículos y ensayos que hacen referencia al vínculo entre delitos de drogas, 
privación de la libertad y paternidad/maternidad en el encierro en América Latina y el Caribe. 
Para el contexto panameño se identificaron los estudios nacionales relativos a la temática en 
cuestión y se analizaron sus resultados y conclusiones.  
 
La investigación consideró el marco normativo y el sistema de justicia en relación con los delitos 
de drogas desde un enfoque que permitió situar a Panamá en el contexto de la región 
latinoamericana. Además, se sistematizaron las políticas públicas relativas a los derechos de la 
niñez en Panamá, en particular, las relacionadas con los NNAPES, por lo que se revisó la 
legislación penitenciaria. 
 
La metodología empleada para desarrollar este informe combinó técnicas de investigación 
cuantitativa y cualitativa. La información cuantitativa se obtuvo al consultar las bases de datos 
estadísticos del sistema penitenciario sobre la población privada de la libertad por delitos de 
drogas desagregada por sexo. La información cualitativa fue determinante en esta investigación, 
pues permitió conocer la situación de los NNAPES y realizar un análisis social y de género sobre 
ello. Esta información se obtuvo a través del diseño y aplicación de diversas técnicas de 
investigación social, tales como observación participante, entrevistas semiestructuradas y 
grupos de discusión. Se utilizó una muestra no probabilística para desarrollar este estudio sobre 
la población a la que hace referencia. 
 
El trabajo de campo se llevó a cabo entre el 14 de mayo y el 14 de julio de 2018. La observación 
participante, las entrevistas y los grupos de discusión se realizaron en la Escuela Martín Luther 
King de San Miguelito, Loma Cobá (Arraiján), Coloncito y Nueva Gorgona (Chame).  
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Los grupos o colectivos entrevistados o consultados en esta investigación abarcan: a) NNA con 
referentes encarcelados por delitos no violentos relacionados con drogas; b) familiares a cargo 
de NNA con referentes encarcelados; c) personas privadas de la libertad por delitos de drogas; y 
d) otros informantes clave. 
 

Entrevistas y grupos de discusión  
 
Niños, niñas y adolescentes con referentes privados de la libertad por delitos no violentos 
relacionados con drogas 
Se entrevistó a un total de trece NNAPES, nueve de ellos participan en el “Programa piloto de 
atención sociocomunitaria para niños, niñas y adolescentes con familiares privados de libertad” 
que ejecuta la organización de la sociedad civil EnMarcha y la Red de Niñez y Adolescencia de 
Panamá, los otros cuatro casos fueron contactados especialmente para este estudio (la Tabla 1 
detalla la información relativa a los NNA entrevistados). 
 
 

Tabla 1. Niñas, niños y adolescentes participantes en el estudio. 
 

No. Nombre 
ficticio Sexo Edad Nivel de estudio Familiar privado de libertad por 

infracción a la Ley de Drogas 
Identidad 

étnica 

1 María F 9 IV Grado 
Hermano privado de la libertad y madre 

en libertad desde mayo de 2018 
No indígena 

2 Luis M 11 VI Grado 
Hermano privado de la libertad y madre 

en libertad desde mayo de 2018 
No indígena 

3 Grettel F 15 Desertó hace 5 años Padre y hermano No indígena 

4 Elenis F 9 IV Grado Padre y hermano No indígena 

5 Marian F 11 VI Grado 
Madre cumplió condena (casa por 

cárcel) 
No indígena 

6 Antonia F 9 IV Grado Padre No indígena 

7 Pablo M 7 I Grado Padre No indígena 

8 Miriam F 10 V Grado Padre Indígena - Guna 

9 Mónica F 10 V Grado Madre en libertad Indígena - Guna 

10 Silvia F 10 V Grado Padre Indígena - Guna 

11 José M 17 Desertó hace 3 años Padre Indígena - Guna 

12 Lucas M 15 Desertó hace 1 año Abuela y padre Indígena - Guna 

13 Mario M 11 VI Grado Padre No indígena 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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Asimismo, se realizó un grupo de discusión en el que participaron cuatro niñas y un niño que 
tienen referentes privados de la libertad por delitos de drogas; en este caso, se aplicó una 
metodología lúdica con el apoyo de material concreto6 para profundizar en las experiencias 
personales de allanamientos, procesos judiciales y privación de la libertad de familiares 
significativos.  
 
Es importante destacar que, al realizar este estudio paralelamente al desarrollo del “Programa 
piloto de atención sociocomunitaria para niños, niñas y adolescentes con familiares privados de 
libertad”, fue posible incorporar en el proceso de análisis las visiones provenientes de 
discusiones generadas con NNA que tienen familiares encarcelados por diferentes tipos de 
delitos. 
 
De este modo, se consiguieron algunas aproximaciones a los impactos diferenciadores que 
existen entre los NNA con referentes encarcelados por infracciones a la Ley de Drogas y los NNA 
vinculados a adultos que cometieron otros delitos.  

 

 

 

                                                           
6 Además de lápices y hojas para pintar, se utilizó un tablero de juego diseñado por EnMarcha y denominado “Si yo fuera juez” para 
trabajar en forma grupal con los NNA sobre la noción de justicia y los procedimientos de detención/allanamiento, juicio y privación 
de la libertad.  

Proceso de entrevista a NNAPES. 
Foto: ENMARCHA.  

Grupo de discusión con NNAPES. 
Foto: ENMARCHA. 

Sesión de trabajo con NNAPES. 
Foto: ENMARCHA. 

Sesión de entrevista a mujer responsable del 
cuidado de NNAPES. 
Foto: ENMARCHA.  
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Familiares a cargo de niños, niñas y adolescentes con referentes privados de la libertad 
Se entrevistaron a seis adultos que tienen bajo su cuidado a NNA con referentes encarcelados 
por infracciones a la Ley de Drogas. La Tabla 2 detalla la información relativa a estas personas. 
 
 

Tabla 2. Adultos responsables de niñas, niños y adolescentes participantes en el estudio. 
 

Nº Nombre 
ficticio Sexo Parentesco 

con NNA 

Cantidad de 
personas que 

viven en su hogar 
Ocupación Familiar privado de la libertad Identidad 

étnica 

1 Gabriela F 
Hermana de 
María y Luis 

7 personas 
(4 menores de 18 

años) 
Ama de casa 

Cuando detienen a su madre, 
Gabriela con sólo 14 años 

asume el cuidado de sus cuatro 
hermanos hasta el día de hoy 

(la madre se encuentra en 
libertad desde mayo de 2018) 

No indígena 

2 Estefanía F 
Abuela de 

Silvia 

5 personas 
(3 menores de 18 

años) 
Ama de casa Hijo (padre de Silvia) 

Indígena - 
Guna 

3 Heidi F 
Madre de 
Elenis y 
Grettel 

6 personas 
(4 menores de 18 

años) 
Ama de casa 

2 familiares privados de la 
libertad: esposo e hijo 

No indígena 

4 Nadia F 
Madre de 
Antonia y 

Pablo 

5 personas 
(3 menores de 18 

años) 
Ama de casa Exesposo No indígena 

5 Daniela F 
Madre de 

Mario 

4 personas 
(3 menores de 18 

años) 

Trabajos 
esporádicos 

de venta 
Esposo No indígena 

6 Antonia F 
Sin 

entrevista 
de NNA 

Sin información Ama de casa Hijo 
Indígena - 

Guna 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

Personas privadas de la libertad por delitos de drogas  
Para este estudio también se recolectaron testimonios de madres y padres privados de la 
libertad por delitos de drogas. Estos testimonios fueron recogidos en una investigación previa 
(UNODC, 2017) donde se realizaron grupos de discusión con mujeres y hombres internos en 
cuatro centros penitenciarios del país;7 en dichos grupos participaron un total de siete hombres 
y nueve mujeres. 
 

 

 
 
 

                                                           
7 El trabajo de campo se realizó en dos centros penitenciarios masculinos –La Joya (Panamá) y Cárcel Pública de Santiago (Veraguas)– 
y dos femeninos –Cecilia Orillac de Chiari (“CEFERE”, Panamá) y Llano Marín (Coclé)–. 
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Otros informantes clave  
En el marco de este estudio se realizaron entrevistas a personas que, por su experiencia 
profesional o por la posición que ocupan, cuentan con información clave sobre el problema de 
investigación (la Tabla 3 presenta los datos de identificación de las personas entrevistadas 
como “informantes clave”). 
 

 
Tabla 3. Informantes clave participantes en el estudio. 

 
 

No. Nombre 
ficticio Sexo Edad Posición o experiencia personal o profesional por la que es un informante clave 

1 Sofía F 29 
Mujer guna que estuvo detenida por tráfico de drogas, fue un contacto clave con otras 

mujeres y NNAPES participantes en el estudio. 

2 Amelia F 39 
Presidenta de una organización comunitaria en Nueva Gorgona, trabaja en la ejecución del 

“Programa piloto de atención socio comunitaria para niños, niñas y adolescentes con 
familiares privados de libertad”. 

3 Tatiana F 40 
Profesora de una escuela en Nueva Gorgona donde asisten cinco de los niños entrevistados 

en el estudio. 

4 Vanesa F 40 

Profesional de un hogar de protección, responsable de dar seguimiento al caso de una niña 
de 2 años que nació durante la privación de la libertad de su madre proveniente de Bahamas 

y de otra niña de 10 años que se encuentra institucionalizada hace 5 años debido a que su 
madre está encarcelada. 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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CAPÍTULO 1 

Marco legislativo y jurídico 
 

 

1.1 Derechos y garantías de la niñez y adolescencia en Panamá: política pública, 
normativas legales e institucionalidad  
 

El Estado protegerá la salud física, mental y moral de los menores y 
garantizará el derecho de éstos a la alimentación, la salud, la educación y la 
seguridad y previsión sociales (Panamá, 1972: cap. 2, art. 56). 

 

Panamá, desde su Constitución Política, ratifica la potestad del Estado de intervención para 
proteger y promover los derechos de los NNA comprometiéndose, además, al establecimiento de 
instituciones y programas especializados para atender sus necesidades (Panamá, 2004: art. 28 
y 59 a 63); sin embargo, Panamá es uno de los dos países de América Latina que no cuentan con 
una ley integral de protección a la niñez,8 lo que posiciona a los NNA en una situación de 
desventaja si se trata de encontrar respuestas oportunas, articuladas y eficaces a las 
vulneraciones de derechos que deben enfrentar. 
  
El 16 de enero de 2018 el Consejo de Gabinete aprobó la Resolución 002, presentada por el 
Ministro de Desarrollo Social, para la creación de un Sistema de Garantías y Protección Integral 
de Niñez y Adolescencia, declarando que éste “fortalecerá la protección de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, garantizará su pleno desarrollo y contribuirá en la prevención de los 
problemas sociales que los afectan” (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2018), pero a la fecha 
se desconocen mayores avances. 
 
Por otra parte, Panamá ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño aprobando la Ley No. 
15 del 6 de noviembre de 1990, la cual fue publicada diez días después en la Gaceta Oficial. Tras 
este acontecimiento es posible encontrar una serie de leyes, decretos, protocolos e 
institucionalidades destinadas a resguardar la protección de los derechos de la niñez, 
especialmente desde 1994. 
  
Posiblemente la ley más relevante en esta materia es la No. 3 por la cual se aprueba el Código de 
la Familia (Panamá, 1994), ya que ahí se establece un conjunto de principios rectores de los 
derechos de los NNA. Cabe señalar que el “Título I: De los menores en circunstancias 
especialmente difíciles” incluye seis situaciones: a) encontrarse en situación de riesgo social, b) 
ser víctima de maltrato y abandono, c) ser menor carenciado, d) ser trabajador en condiciones 
no autorizadas por la ley, e) ser víctima de catástrofe y f) tener una discapacidad; ninguna de 
estas circunstancias considera específica y explícitamente el tener un familiar significativo 
privado de la libertad como condición de especial vulnerabilidad. 

  

 

                                                           
8 El otro país es Chile. 
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Igualmente, es preciso mencionar la Ley No. 40 que establece el Régimen Especial de 
Responsabilidad Penal para la Adolescencia (Panamá, 1999)9, la cual se enmarca en la tendencia 
de los países centroamericanos estableciendo una de las edades de imputabilidad adolescente 
más baja: 12 años (igual que México, Costa Rica, Honduras, El Salvador y otros). En cambio, la 
mayoría de los países de Sudamérica fija este límite legal en los 14 años, siendo la excepción 
Ecuador que la sitúa en 12 años, Uruguay en 13 y Brasil en 18.  
 
En Panamá la Ley No. 40 diferencia su aplicación en cuanto al proceso, las sanciones y su 
ejecución entre dos grupos: a) de los 12 años y hasta no haber cumplido los 15 años de edad y b) 
de los 15 años y hasta no haber cumplido los 18 años de edad. Para el grupo etario entre los 12 y 
los 14 años se estableció la aplicación de medidas de reeducación social bajo la supervisión de 
la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia (SENNIAF). 
 
Asimismo, se han establecido –desde un enfoque punitivo– leyes enfocadas en la protección de 
los NNA ante situaciones de violencia, entre las que cabe mencionar: 

 

1) Ley No. 38 que reforma y adiciona Artículos al Código Penal y Judicial sobre Violencia 
Doméstica y Maltrato al Niño, Niña y Adolescente (Panamá, 2001): tiene por objetivo 
proteger a los NNA de las diversas manifestaciones de violencia, la cual es clasificada en 
cinco tipos (doméstica, física, patrimonial, sexual y psicológica), al mismo tiempo, se 
establecen las formas de proceder al constatarse una de estas situaciones; 

2) Ley No. 16 que dicta Disposiciones para la Prevención y Tipificación de Delitos contra la 
Libertad y la Integridad Sexual y modifica y adiciona Artículos a los Códigos Penal y 
Judicial (Panamá, 2004 a): adopta nuevos tipos penales para la investigación de 
conductas en detrimento de la dignidad, desarrollo e integridad física, psicológica y 
emocional de los NNA estableciendo sanciones para quienes los exploten a través de 
cualquier forma y modalidad, consagra disposiciones procesales, establece medidas de 
protección para las víctimas y crea la Comisión Nacional para la Prevención de los Delitos 
de Explotación Sexual Comercial; 

3) Ley No. 14 por la cual se aprueba el Código Penal (Panamá, 2007)10: define como agravante 
del delito de homicidio el asesinato de un niño o niña de 12 años o menos, sanciona con 
pena de prisión de 1 a 2 años a quien abandone a un niño o niña menor de 12 años, impone 
una agravante al delito de violación y conexos si el crimen se comete contra una persona 
menor de 14 años o que por su edad no puede consentir o impedir el acto, impone la pena 
de prisión a quien corrompa o promueva la corrupción de NNA, entre otros.       

 

A dichas Leyes se suma la Resolución No. 1 por la cual se fija el Toque de Queda para los Menores 
de Edad en la Provincia de Panamá (Panamá, 2009), ampliamente cuestionada por organismos 
de protección de derechos de la niñez, se impuso a la Provincia de Panamá Oeste en 2015. 
 
El “toque de queda” se aplica a las personas menores de edad que se encuentran o deambulan 
en las calles, veredas, vías o avenidas sin la compañía de sus progenitores, representantes 
legales, tutores o adultos responsables en los siguientes horarios: de domingo a jueves desde 
las nueve de la noche hasta las seis de la mañana y de viernes a sábado desde las diez de la 
noche hasta las seis de la mañana (a excepción de quienes estudian en jornada nocturna). 

                                                           
9 Con las modificaciones, adiciones y derogaciones aprobadas por las Leyes No. 38 de 2000, No. 46 de 2003, No. 48 de 2004, No. 15 
de 2007, No. 6 de 2010 y No. 32 de 2010. 
10 Con las modificaciones y adiciones introducidas por las Leyes No. 26 de 2008, No. 5 de 2009, No. 68 de 2009 y No. 14 de 2010. 
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Los NNA son aprehendidos por la Policía de Menores y conducidos a un recinto especial hasta 
ser reclamados por sus familiares. 11  
 
Tras esta revisión de leyes, decretos y diversos documentos oficiales es posible afirmar que los 
NNAPES no son contemplados como sujetos de protección en la legislación nacional relativa a la 
niñez, ya que no figuran en ningún instrumento legal como sujetos en condición de especial 
vulnerabilidad o que requieren de atención por parte de alguna institución o programa.  
 
Además de realizar llamados urgentes para la aprobación de una ley de protección integral de la 
niñez y la adolescencia, el Comité de los Derechos del Niño ha señalado su preocupación por los 
reiterados cambios en la institucionalidad responsable de la niñez en Panamá, ya que en 2005 
el Ministerio de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la Familia se transformó en el Ministerio de 
Desarrollo Social, del cual se hizo depender el Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia 
(UNICEF, 2011); posteriormente, mediante la Ley No. 14 se creó en 2009 la SENNIAF como entidad 
pública descentralizada responsable de coordinar, articular, ejecutar y dar seguimiento a las 
políticas de protección integral y, con el Decreto Ejecutivo No. 201, se estableció el Consejo Asesor 
de la Primera Infancia integrado por instituciones del sector social (Morlachetti, 2013: 33). 
  
Las preocupaciones respecto a estos cambios institucionales han ido en dos sentidos: por un 
lado, hay una falta de claridad sobre la potestad que tiene la SENNIAF para coordinar a todas las 
entidades del Estado con el fin de garantizar los derechos de los NNA y, por el otro, cuenta con 
insuficientes recursos humanos y presupuestarios para desempeñar sus responsabilidades. 
 
Entre las instituciones responsables de garantizar y proteger los derechos de los NNA está la 
Policía de Niñez creada, por el Código de Familia, como un cuerpo especializado de la Policía 
Nacional encargado de auxiliar, colaborar y coordinar con las autoridades y organismos 
destinados por el Estado la educación, prevención, protección y rehabilitación de los NNA 
(Panamá, 1994: art. 592). 
 
Esta fuerza policial sustenta su origen en la Convención de los Derechos del Niño y articula sus 
acciones con la SENNIAF volviéndose un aliado para el desarrollo de proyectos que buscan 
promover o proteger los derechos de la niñez panameña.  
 
Como ya se ha dicho, no hay una normativa legal que reconozca la existencia de los NNAPES, pero 
Panamá ha dado un paso relevante en esta materia con la construcción, en el año 2016, del 
“Modelo de atención para la convivencia familiar de hijos e hijas de mujeres privadas de 
libertad”, el cual tuvo lugar gracias a la colaboración entre UNICEF Panamá, el Ministerio de 
Gobierno y la Fundación Justicia y Género del Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas 
para la Prevención del Delito y la Justicia Penal (ILANUD). 
  
Este Modelo se ha definido como un “esquema que organiza un conjunto de normas, protocolos, 
programas, intervenciones y servicios, que relacionan a las instituciones de bienestar social, 
educación, salud y justicia, para garantizar el derecho a la convivencia familiar de niños, niñas 
y adolescentes en situación de vulnerabilidad social o privados del cuidado parental a causa del 
encarcelamiento de su madre” (UNICEF, 2016: 44). El Esquema 1 presenta el organigrama de la 
coordinación interinstitucional que se ha establecido en este Modelo. 
       
   

 
                                                           
11 Además, se establece que los adultos serán sancionados con una multa de $50.00 USD que en caso de reincidencia doblará su 
valor y si los NNA no son reclamados antes de las 8:00 de la mañana del día siguiente serán puestos a disposición de los Juzgados 
de Niñez y Adolescencia y del Ministerio de Desarrollo Social (Panamá, 2009). 
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Esquema 1. Diseño organizacional y operativo 
 

 
 

Fuente: Tomado de Los niños, niñas y adolescentes hijos e 
hijas de mujeres privadas de libertad en Panamá (UNICEF, 2016: 47).  

 

El Sistema Penitenciario y la SENNIAF son los actores responsables de coordinar la 
implementación de este Modelo, en el cual la sociedad civil tiene un rol “difuso”, casi inexistente, 
y asociado exclusivamente al mundo académico. En este contexto, la Red Nacional de Apoyo a la 
Niñez y Adolescencia en Panamá (REDNANIAP) y la organización EnMarcha de Chile12 han 
desarrollado, desde agosto de 2017, una iniciativa de cooperación internacional que consta de 3 
períodos y tiene por objetivo aportar técnicamente a la definición, diseño, ajuste y validación de 
un componente sociocomunitario para que dicho Modelo incorpore la visión de la sociedad civil 
en el abordaje de esta problemática. 
  
La primera etapa de trabajo consistió en la realización de un diagnóstico sobre los NNA con 
familiares privados de la libertad en Panamá. Cabe mencionar que los profesionales chilenos del 
Ministerio de Desarrollo Social, el Sistema Penitenciario y la organización EnMarcha 
intercambiaron experiencias con los representantes panameños de la SENNIAF, la Policía de 
Niñez y la REDNANIAP. 
  
La segunda etapa de pilotaje y ajuste, actualmente en proceso, consiste en el trabajo directo con 
NNA en dos territorios específicos de Panamá donde se testean metodologías, se capacitan 
equipos locales, se evalúan los impactos y se construyen prácticas que generan beneficios 
significativos para los NNA con familiares encarcelados. 
 
La tercera y última etapa implica la sistematización y construcción de documentos guías que 
puedan ser un insumo y complemento para el Modelo en cuestión (este proceso finalizará en 
mayo de 2019).  

                                                           
12 Este acuerdo de colaboración fue posible gracias al apoyo financiero del Fondo Chile, una iniciativa conjunta del Gobierno de Chile 
–a través de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID)– y el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD Chile). 
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1.2 Marco normativo de drogas 
 
Panamá es conocido por ser un “país de tránsito”: tránsito de personas, bienes (productos) y 
también sustancias ilícitas, pues su ubicación geográfica lo ha convertido en un lugar 
estratégicamente susceptible al tráfico de drogas. Es así que el tráfico internacional de drogas 
tiene una alta incidencia en el país, a diferencia de los delitos vinculados a la producción y 
procesamiento de las mismas. 
  
La droga, a la luz del Código Penal, es concebida como “toda sustancia que produzca 
dependencia física o psíquica, como los narcóticos, fármacos, estupefacientes y todos aquellos 
productos, precursores y sustancias químicas esenciales que sirven para su elaboración, 
transformación o preparación, de conformidad con las disposiciones legales en materia de 
salud, convenios y acuerdos internacionales vigentes en la República de Panamá” (Panamá, 
2007: art. 324). 13 
 
Los delitos relacionados con drogas se 
encuentran tipificados y regulados en el Libro II, 
“Título IX: Delitos contra la Seguridad 
Colectiva”, “Capítulo V: Delitos relacionados con 
drogas”, artículos 312 a 324. “En este articulado 
se observan disposiciones penales que se 
aplican a todas las actividades relacionadas 
con las drogas, desde la siembra y cultivo hasta 
la posesión, venta, tráfico y consumo, contando 
con sanciones de diversa índole que incluyen 
penas privativas de libertad, días multa, arresto 
domiciliario, trabajo comunitario y medidas de 
seguridad, con reglas específicas para cada 
caso” (UNODC, 2017: 46). 
 
En general, la legislación panameña en torno a las drogas se caracteriza por ser criminalizadora 
y punitiva, en consonancia con la “guerra contra las drogas” a nivel regional, donde se considera 
que para combatirlas es preciso aumentar los hechos tipificados como delitos y agravar el 
castigo penal.  
  
Desde la década de los 60’s la normativa nacional relacionada con los delitos de drogas ha 
ampliado el número de tipos penales e incrementado las penas, tal como se ha hecho en la región 
(las reformas al Código Penal de la última década muestran esta tendencia). 14 

 
La Tabla 4 indica cómo se agrava la sanción desde el 2007 hasta el 2012 en algunos delitos de 
drogas seleccionados. “Los delitos relacionados con drogas están altamente criminalizados 
dentro de la esfera legislativa y judicial, por lo que reciben elevadas sanciones por encima otros 
delitos tales como violación y otros delitos sexuales, violencia doméstica, maltrato al menor, 
blanqueo de capitales y enriquecimiento injustificado” (UNODC, 2017: 122). En suma, los delitos 
de drogas se encuentran tipificados y sancionados, en el contexto nacional, con mayor gravedad 
que otros delitos. 

                                                           
13 Con las modificaciones y adiciones introducidas por las Leyes No. 26 de 2008, No. 5 de 2009, No. 68 de 2009 y No. 14 de 2010. 
14 Mediante la Ley No. 13 de 1994 se modifica el artículo 256 del Código Penal que, “para los efectos de la ley penal”, señala que droga 
es “toda sustancia que produzca dependencia física o psíquica como los narcóticos, fármacos, estupefacientes, y todos aquellos 
productos, precursores y sustancias químicas esenciales que sirven para su elaboración, transformación o preparación, de 
conformidad con las disposiciones legales en materia de salud, convenios y acuerdos vigentes en la República de Panamá”. 
Posteriormente, la Ley No. 40 de 2012 reforma el Código Penal y dicta otras disposiciones en materia de delitos relacionados con 
drogas, mientras que la Ley No. 57 de 2013 reforma la Ley No. 23 de 1986 sobre delitos relacionados con drogas y dicta otras medidas. 

Foto: Marisa Montes. 
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Tabla 4. Tipificación y sanción de los delitos de drogas según año. 
 

Delito 2007 2008 2010 2012 

Venta, traspaso y tumbe de droga. 
Artículo 312 
8 a 15 años 

Artículo 314 
8 a 15 años 

Artículo 318 
8 a 15 años 

Artículo 318 
10 a 15 años 

Utilización de bien mueble o inmueble, modificación de 
transportes o transporte de droga. 

Artículo 313 
5 a 10 años 
8 a 12 años 

Artículo 315 
5 a 10 años 
8 a 12 años 

Artículo 319 
5 a 10 años 
8 a 12 años 

Artículo 319 
8 a 12 años 
10 a 15 años 

Alteración o modificación de la estructura física/técnica 
de un medio de transporte terrestre, marítimo o aéreo 

para destinarlo a la elaboración, almacenamiento, 
distribución, venta o transporte de droga o a actividades 

de blanqueo de capitales. 

– – – 
Artículo 319 
8 a 12 años 

Posesión agravada. 
Artículo 315 
5 a 10 años 

Artículo 317 
5 a 10 años 

Artículo 321 
5 a 10 años 

Artículo 321 
8 a 12 años 

 
Fuente: Elaboración propia. 

 

Un estudio de UNODC (2017) compara la penalización de los delitos de drogas en cinco países de 
América Latina: Costa Rica, Ecuador, Uruguay, Colombia y Panamá. Dicha comparación confirma 
la tendencia punitiva en la región, pero también demuestra que no es generalizada 
(especialmente en Ecuador y Uruguay). En este contexto, Panamá aparece con duras políticas de 
drogas, elevadas sanciones (en particular, para la venta o traspaso de drogas) y un Código Penal 
que se endurece con el paso del tiempo de conformidad con los tratados internacionales 
firmados por el Estado en esta materia.15  
 
El enfoque de seguridad adoptado en las últimas reformas al Código Penal contrasta con otros 
enfoques como los derechos humanos y la igualdad de género. Igualmente, el énfasis en la 
seguridad y la respuesta punitiva ante los delitos de drogas contrastan con la escasa atención 
puesta en la prevención y el desarrollo de otro tipo de medidas (especialmente, para los delitos 
menores de drogas). Todo esto no ha tenido como efecto prevenir los delitos de drogas o controlar 
el consumo, sino que ha aumentado las tasas de encierro. 
 
La normativa relacionada con las drogas también es aplicada por los operadores de justicia de 
manera punitiva. “La legislación panameña, a pesar de su carácter punitivo, puede ser aplicada 
con una mirada más sensible a las vulnerabilidades fundamentada en las normas y postulados 
sobre derechos humanos incluidos en la Constitución Nacional y el Código Penal que de manera 
supletoria plantea atenuantes comunes tales como las que se encuentran en el artículo 90, no. 
7: “cualquier otra circunstancia no preestablecida por la ley, que a juicio del tribunal pueda ser 
apreciada a fin de romper con los paradigmas tradicionales sobre las drogas como el delito más 
grave”” (UNODC, 2017: 159). 
 

                                                           
15 Convención Única de Estupefacientes (1961), Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas (1971) y Convención de las Naciones Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (1988). 
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En este sentido, resulta revelador que en el proceso de aplicación de justicia normalmente no es 
considerado como atenuante el que la persona imputada sea padre o madre de un NNA y 
tampoco si es la principal responsable de su cuidado y manutención.  

 

La población privada de libertad por delitos de droga cuenta normalmente con 
altas cargas familiares: tuvieron dos o más hijos a edades tempranas y en la 
familia cuentan con otros dependientes (menores y mayores). Para el caso de 
las mujeres, además, se observa una alta prevalencia de madres en situación 
de jefatura familiar, sin ocupación retribuida en hogares monoparentales. En 
dichas familias se observan también antecedentes que vinculan a otros 
parientes con los delitos de droga (padres, madres, tíos/as, hermanos/as), 
incluso, algunos de ellos pasaron tiempo en prisión antes que ellos/as 
(UNODC, 2017: 117). 

 

Tal contexto delictivo y situación familiar no son considerados por el sistema de justicia y, en 
particular, por los operadores/administradores de justicia penal, quienes tampoco toman en 
cuenta el contexto socioeconómico, las relaciones de poder en el hecho punible y la vinculación 
en éste de la persona imputada. Específicamente, fiscales y jueces aplican la ley con una 
tendencia orientada a la imposición de agravantes16, más que atenuantes17, al delito.  
 
Aunado a lo anterior, el Código Penal establece “eximentes de culpabilidad” (como la coacción) 
que pueden ser utilizados por la defensa para probar la inocencia de la persona imputada, 
aunque la jurisprudencia muestra escasa aplicación de este recurso. 
 
Cada una de estas cuestiones está estrechamente relacionada con la crítica desprotección en la 
que se encuentran los hijos e hijas de las personas detenidas y juzgadas por delitos de drogas, 
por ejemplo, en el proceso judicial de una mujer imputada por un delito de drogas “la defensora 
de oficio además de solicitar proceso abreviado hace alusión a su condición de madre de 5 hijos, 
uno de ellos, un bebé de 2 meses de nacido y solicita se considere este hecho a la hora de 
administrar justicia, lo cual no fue valorado por la juez al momento de dosificar la pena” (UNODC, 
2017: 146). 
 
En Panamá la administración de justicia se caracteriza por ser patriarcal, ciega al género y 
prestar escasa atención a los derechos humanos y al principio de igualdad. El enfoque basado 
en la seguridad, que plantea una legislación y una administración de justicia punitiva frente a 
los delitos de droga, es precisamente el que prima frente a las consideraciones de género y 
derechos humanos que permiten valorar la culpabilidad y la pena en su justa medida.  
 
Sumado a ello, el proceso judicial penal por drogas no suele aplicar una medida cautelar 
diferente a la detención preventiva; esto, independientemente de la gravedad de delito (en 
relación con la amenaza o agravio al bien jurídico tutelado, ya sea la seguridad colectiva o la 

                                                           
16 Son condiciones previstas en la ley sustentadas en la consideración de que el delito cometido en este contexto tiene un mayor 
impacto o daño social sobre los valores, las buenas costumbres y las normas de convivencia social, por lo que implican un 
incremento de la pena (UNODC, 2017). 
17 Son hechos contemplados en la ley que permiten al juez o jueza disminuir la pena prevista para un determinado delito. “En 
cuanto a los delitos relacionados con drogas dentro del Libro II, Título IX, Capítulo V del Código Penal solamente se encuentran dos 
situaciones atenuantes, ambas relacionadas con el consumo. Una, en la figura de tráfico internacional (10 a 15 años de prisión) la 
sanción disminuye cuando se trate de escasa cantidad y se acredite que es para consumo (2 a 4 años de prisión); el otro caso es en 
compra o posesión para consumo (50 a 250 días multa o arresto de fines de semana o trabajo comunitario) que ante la 
eventualidad de que el sujeto resulte dependiente física y psíquicamente de la sustancia, la cantidad sea escasa y acredite que es 
para su consumo personal se le impondrá una medida de seguridad” (UNODC, 2017: 136). 
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salud pública), la vinculación en el mismo de la persona imputada y sus antecedentes, situación 
familiar y las responsabilidades que tiene con personas que dependen de sus cuidados.  
 
En conclusión, tratándose de delitos de drogas, en Panamá se observa un carácter punitivo tanto 
en la legislación como en el enfoque que prima en la administración de justicia, el cual resulta 
absolutamente “legalista” sin atención a la aplicación de posibles atenuantes, eximentes de 
culpabilidad o consideraciones de género y derechos humanos. 
 

 
1.3 Legislación penitenciaria y niñez  
 
Este apartado aborda tres aspectos de la Ley Penitenciaria que hacen mención a los NNA, cuyas 
voces se han incluido al mismo tiempo para mostrar cómo esta legislación aterriza en la realidad 
que experimentan. 
 
Cabe señalar que en la Ley No. 55 que orienta y organiza el Sistema Penitenciario Nacional 
(Panamá, 2003) y en el Decreto Ejecutivo No. 393 que reglamenta el Sistema Penitenciario 
Panameño (Panamá, 2005) es posible encontrar artículos que mencionan a los NNA volviéndolos 
–al menos en el papel– visibles ante este Sistema. 
 

1.3.1 Vínculos familiares y regímenes de visitas 

 

“Eso de visitar es bien difícil” 
—Elenis, 9 años. 

 

El Sistema Penitenciario Panameño reconoce que el contacto entre las personas encarceladas y 
sus familias es una variable relevante para lograr su reinserción social, por ende, la legislación 
establece como elemento fundamental del régimen y tratamiento del interno o interna 
garantizar la comunicación con sus familiares, ya sea por medio de visitas, llamadas telefónicas 
o correspondencia. Específicamente, el derecho de toda persona privada de la libertad a recibir 
visitas se reconoce en el artículo 34 de la Ley No. 55, 18 así como en los artículos 250 y 251 del 
Decreto Ejecutivo No. 393. 
 
La legislación penitenciaria también establece la necesidad de garantizar espacios apropiados 
para la presencia de visitantes y áreas específicas para las relaciones familiares. En este sentido, 
los NNA entrevistados refieren que no les gusta acudir a los centros penales por múltiples 
razones, por ejemplo, mencionan que hay muchas personas y poco espacio, así como falta de 
intimidad para hablar y compartir con sus familiares; no obstante, hay algunos lugares donde 
se sienten más cómodos, por ejemplo, el patio de juegos del CEFERE es descrito como un espacio 
muy agradable. 
 

 

                                                           
18 El artículo 34 de la Ley No. 55 consagra el derecho de las personas encarceladas a mantener vínculos familiares, estableciendo 
como una de las funciones del director del centro penitenciario "garantizar la visita familiar, íntima o de otra índole al privado o 
privada de libertad, de acuerdo con lo establecido en el reglamento y el instructivo de visitas", estos últimos son desarrollados y 
aplicados en cada centro de acuerdo con lo establecido por la Ley Penitenciaria y su Decreto Ejecutivo. 
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“El lugar era bonito, las casas estaban bonitas, había muchos árboles, había varios niños […]. 
Mi papá y mamá conversaban y jugábamos en el parque” 

—Mónica, 10 años. 
 

 

“¡Es bien pretty el lugar! Hay juegos de colores, árboles, […]” 
—María, 9 años. 

 

 
El artículo 254 del Decreto Ejecutivo No. 393 establece los tipos de visitas que deben regir en 
todos los centros penales del país, los cuales son resumidos en la Tabla 5. 
 

 
Tabla 5. Tipos de visitas.  

 
Tipo de visita Visitantes Frecuencia Duración 

Regular 
(Artículo 261) 

Familiares directos o colaterales sin 
limitación de grado de parentesco y 

amigos (hasta un máximo de 4 
personas por visita). 

1 vez por semana, pudiendo –si las 
circunstancias del establecimiento así lo 

permiten– acumular las visitas por quincena 
o mes, especialmente para quienes se 

encuentran en centros alejados del lugar de 
residencia de sus familias. 

Al menos 45 
minutos en 

cada 
comunicación. 

Conyugal 
(Artículo 262) 

Esposa, esposo o persona con la que se 
mantiene análoga relación de 

afectividad. 
1 vez al mes 

2 horas como 
mínimo y 5 

como máximo. 

Familiar 
(Artículo 264) 

Esposa, esposo o persona con la que se 
convive, sus ascendientes y los hijos de 

ambos (hasta 4 personas por visita). 
1 vez al mes 

2 horas como 
mínimo. 

Otra 
(Artículo 265) 

Abogados, representantes diplomáticos 
o consulares, defensor del pueblo, 

profesionales llamados por el interno, 
representantes de confesiones 

religiosas, funcionarios del ministerio 
público y del órgano judicial. 

Variable (pueden ser con mayor frecuencia). Variable. 

 
Fuente: Elaboración propia con base en el Decreto Ejecutivo No. 393 (Panamá, 2005). 

 

Los NNA entrevistados identifican las “visitas familiares” como el espacio formal de encuentro 
con sus referentes significativos privados de la libertad, pero éstas no ocurren con la 
periodicidad que ellos desean ni con la que se menciona en el respectivo reglamento19 (a 
excepción del CEFERE donde sí hay referencias sobre la posibilidad de realizar visitas con mayor 
frecuencia).  

 

“Yo visito a mi papá una vez al año, ahora en julio me toca ir” 
—Elenis, 9 años. 

 
                                                           
19 Este punto se analizará con mayor detenimiento posteriormente, pero es importante señalar que una de las variables que influyen 
en la falta de periodicidad de las visitas es el elevado número de población penal existente en Panamá.  
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“Vamos como cada 6 meses, parece. No muy seguido” 
—Lucas, 15 años. 

 

Además de las visitas, el Decreto Ejecutivo No. 393 contempla, en sus artículos 272 y 273, el 
derecho a la comunicación por medio de cabinas telefónicas de uso libre para los internos e 
internas, las cuales están instaladas en los patios de los centros penitenciarios y pueden ser 
utilizadas en los horarios en que estos son accesibles, para ello las cabinas son abonadas por 
las personas privadas de la libertad a través de tarjetas que adquieren al interior de los centros. 
  
También se prevén las comunicaciones escritas, de tal manera que cada centro debe tener un 
apartado postal para recibir la correspondencia oficial y particular de las personas encarceladas, 
quienes deben poder acceder a papel, sobres, estampillas y buzones de correspondencia de 
salida que sea recogida diariamente. No obstante, mediante los teléfonos mantienen 
comunicación regular con sus familiares, pues en todos los casos se menciona la frecuencia 
diaria de contacto a través de este medio.  

 

“Hablamos y chateamos [por WhatsApp] todos los días. 
Desde el celular o el computador hablo con él” 

—José, 17 años. 
 

 
 
Es importante destacar que la legislación penitenciaria establece que las visitas regulares, 
conyugales y familiares, así como las otras formas de comunicación, pueden ser restringidas o 
denegadas por razones de tratamiento o seguridad; en estos casos la persona encarcelada tiene 
derecho a interponer recursos de apelación ante el Director General del Sistema Penitenciario.  
 
Al respecto, es pertinente abrir el debate sobre los criterios aplicados al negar las visitas 
familiares a una persona privada de la libertad por razones de “tratamiento o seguridad”, ya que 
esta medida podría atentar contra los derechos de los NNA dado que la vista es el único espacio 
de contacto familiar tras el encarcelamiento y es obligación del Estado respetar “el derecho del 
niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto 
directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño” 
(ONU, 1989: art. 9). 
 

Imagen: Un día de visita, Ximena, 9 años. 
 
En el dibujo se representa la fila de ingreso, 
la revisión de los paquetes, las celdas de 
las internas, el patio donde se reúnen en el 
CEFERE y la tristeza de las personas al 
quedarse solas. 
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1.3.2 Ingresos y requisas de niños, niñas y adolescentes en los centros penitenciarios 

El artículo 69 de la Ley No. 55 establece que únicamente se permitirá el ingreso de personas 
menores de edad a los centros de reclusión si son hijos o familiares de las o los internos; 
mientras que el artículo 259 del Decreto Ejecutivo No. 393 especifica que sólo se permitirá la 
entrada y visita de NNA que vayan acompañados de un familiar adulto y, previamente, hayan 
demostrado su parentesco como hijos o hermanos de la persona encarcelada. Estos documentos 
no indican cómo ejecutar los procesos de comprobación de parentesco, pero en las entrevistas 
se ha señalado que: 

 

“El parentesco se prueba mostrando la cédula juvenil del niño 
cada vez que se quiere ir a visita a un centro penal” 

—Sofía, 29 años, mujer ex privada de la libertad. 
 

Toda persona que ingresa a un centro penitenciario tiene que someterse a una “requisa”, al igual 
que sus pertenencias; al respecto, el artículo 105 de la Ley No. 55 indica que estas requisas deben 
efectuarse en un lugar adecuado, por un funcionario del mismo sexo y nunca al desnudo. 
  
Si bien esta normativa no hace alusión a las requisas de NNA, los artículos 15 y 16 del “Protocolo 
de actuación para la realización de requisas en los centros penales del país”20 indican algunos 
diferenciadores de forma general: “la requisa a niños, niñas y adolescentes deberá realizarse 
siempre en presencia de sus padres o personas responsables y por personal capacitado para tal 
efecto” y “la madre, padre o tutor de un infante que usa pañales deberá desprenderlo para que 
sea revisado por el custodio”. 
  
De acuerdo con los testimonios de los NNA, el ingreso a los centros penitenciarios y, 
especialmente, las requisas son los momentos que más angustia les generan y donde suceden 
situaciones de violencia que transgreden su integridad.  

 

“Eso de visitar es bien difícil. Te bajan los pantalones, te ponen cámaras y los policías las ven. 
A mí una vez, en la primera visita familiar a la que fui, me quitaron el suéter, el pantalón, las 

zapatillas y me dijeron que me agachara” 
—Elenis, 9 años. 

 

En la sesión grupal, los NNA señalaron que ellos acompañan a sus familiares mientras son 
revisados, para lo cual deben ponerse contra la pared mirando hacia el muro, es decir, dando la 
espalda a su familiar y al custodio, pero escuchando todo lo que dicen e imaginando lo que va 
ocurriendo.  
 
En el caso de los niños y niñas que usan pañales cabe dudar de la efectividad del principio de 
nunca realizar las requisas al desnudo, puesto que el desprendimiento del pañal hace suponer 
esta posibilidad. 
  
Por último, es importante aclarar que no se identificaron protocolos más detallados o 
instructivos de procedimientos de requisas a NNA destinados a los custodios del Sistema 
Penitenciario. 
   

                                                           
20 Dicho Protocolo está disponible para su consulta en la página web del Sistema Penitenciario: 
http://www.sistemapenitenciario.gob.pa/sites/default/files/Protocolo%20de%20Requisas%20Firmado%281%29_0.pdf. 
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1.3.3 Niños y niñas lactantes con madres privadas de la libertad 

La Ley No. 55 establece la posibilidad de que los niños y niñas puedan vivir con sus madres en 
los centros penitenciarios hasta cumplir 6 meses de edad. En este sentido, el artículo 43 precisa 
que los centros penitenciarios femeninos son aquellos “destinados a la atención de mujeres y 
en los que existan dependencias adecuadas para la atención y cuidado de los hijos lactantes de 
las privadas de libertad. En los lugares en que no existan estos centros, las privadas de libertad 
permanecerán en dependencias separadas del resto de la población penal”. Por su parte, el 
Decreto Ejecutivo No. 393 indica que: 
 

La dirección del centro penitenciario admitirá en éste a los hijos de las 
internas que no superen los 6 meses de edad. Si las acompañasen en el 
momento del ingreso, el menor, junto a la madre, ingresará de inmediato en el 
hogar maternal, realizándose los trámites de ingreso en los locales de esta 
área, si fuera posible. Si el niño no acompaña a la madre en el momento del 
ingreso, podrá el menor de seis meses ser admitido con posterioridad por el 
director o directora del centro penitenciario (Panamá, 2005: art. 26).  

 

 
 
Hoy en Panamá la realidad dista bastante de esta normativa, ya que no existen hogares 
maternales en los centros de reclusión. En su lugar se establecieron una especie de “guarderías” 
que las mujeres privadas de la libertad llaman “COIF”21, pero que no forman parte de la red de 
instituciones del Ministerio de Desarrollo Social; en estas guarderías las madres pueden pasar 
tiempo con sus hijos e hijas menores de 5 años de lunes a viernes de 9:00 a 13:00 horas; sin 
embargo, este servicio apenas es utilizado debido a las dificultades que enfrentan los familiares 
a cargo de los niños y niñas para llevarlos y recogerlos en el CEFERE en los horarios establecidos 
para ello. Al respecto, una joven entrevistada señala:  

                                                           
21 Los Centros de Orientación Infantil y Familiar (COIF) ofrecen cuidados a niños y niñas de 0 a 4 años de edad brindándoles 
estimulación y enseñanzas apropiadas para su incursión en el sistema educativo formal. Para mayor información consultar 
http://www.sipi.siteal.iipe.unesco.org/politicas/761/centro-de-orientacion-infantil-y-familiar-coif. 

Foto: Marisa Montes. 
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“Cuando recién la habían agarrado y la tenían en la Chorrera íbamos todos los días porque la 
bebé estaba recién nacida [tenía 20 días] y mi mamá le daba pecho. Como yo era menor de 

edad, tenía que ir con mi hermana mayor a llevar a mi hermana. Teníamos que estar a las 4:00 
de la tarde, después del colegio iba. Llegábamos y tenían a mi mamá esposada y ella le daba 

tetita y ya, nos teníamos que venir, eso nada más. Pero cuando la 
trasladaron al femenino ya no pudimos ir tanto” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

Así, estos espacios quedan limitados a pocas mujeres y su uso no se condice con los 
requerimientos de cuidado de los niños y niñas en etapa de lactancia o en sus primeros años de 
vida, cuando la madre como figura de apego resulta fundamental para su desarrollo 
psicoemocional. 
  
La revisión de la Ley, su Decreto Ejecutivo y otros documentos del Sistema Penitenciario permite 
constatar la existencia de artículos que hacen mención a los NNA; sin embargo, no hay plenas 
garantías para que se cumpla lo mínimamente establecido ahí (como ocurre con las visitas 
familiares y la posibilidad de vivir con las madres encarceladas durante los primeros meses de 
vida). 
 
Por otra parte, el actuar de los funcionarios en las requisas queda a su criterio al no existir 
protocolos o manuales que aterricen los mandatos generales que establece la normativa, 
además, carecen de una formación clara en esta materia.  
 
Todo lo señalado plantea múltiples desafíos al Sistema Penitenciario en la medida que es una 
institución del Estado que tiene relación directa y constante con NNA y cuyo actuar representa 
un obstáculo para la garantía de sus derechos.  
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CAPÍTULO 2 

Caracterización de las personas que conforman 
los colectivos de estudio 
 

 

2.1 Personas privadas de la libertad por delitos de drogas en Panamá 
 
De acuerdo con datos de la Dirección General del Sistema Penitenciario (2017), la mayoría de 
personas encarceladas por delitos de drogas en Panamá son hombres (85%); sin embargo, 71% 
de la población penal femenina ha sido acusada de la comisión de estos delitos, porcentaje alto 
en comparación con los hombres, quienes están presos por diversos ilícitos entre los que se 
incluyen los relacionados con drogas (31%), situación que refleja la tendencia regional (Boiteux, 
2015). 
 
La información desagregada por sexo sobre los delitos de drogas indica que tanto hombres como 
mujeres se encuentran en reclusión, principalmente, por los delitos de posesión (simple o 
agravada), venta y tráfico internacional. En particular, el traspaso de drogas a un centro 
penitenciario es un delito altamente sancionado que tiene rostro de mujer, pues en su incidencia 
las mujeres se encuentran sobrerrepresentadas en comparación con los hombres.  

 

El perfil sociodemográfico básico de las personas privadas de libertad por 
delitos de drogas indica que: a) 70% tiene menos de 35 años: la edad media de 
las mujeres es 31 y de los hombres 33; b) aproximadamente 30% es 
afrodescendiente y 5% es indígena (en su mayoría de etnia guna); c) las 
personas extranjeras son en su mayoría de nacionalidad colombiana (9% de 
las mujeres y 30% de los hombres); d) son residentes de los corregimientos 
Tocumen, Calidonia y Omar Torrijos en los distritos de Panamá y San Miguelito 
respectivamente, en la provincia de Panamá; e) 70% afirma tener un hijo o 
más; f) la mayoría reconocen estar solteros; g) cerca de 55% del total no logró 
completar los estudios secundarios; h) su ocupación principal antes de entrar 
en prisión era para las mujeres ama de casa y para los hombres oficios 
vinculados a la construcción o la pesca (UNODC, 2017: 148). 

 

Los sistemas de información de los centros penitenciarios en Panamá no registran de manera 
sistemática y rigurosa la condición de maternidad o paternidad de las personas privadas de la 
libertad, a pesar de que se incluye una pregunta al respecto en la “hoja de filiación” que los 
trabajadores sociales deben completar cada vez que una persona ingresa a prisión.22 No 
obstante, estimaciones recientes permiten afirmar que son madres más de 70% de las mujeres 
privadas de la libertad por delitos de drogas. 
 

 

                                                           
22 Actualmente, la Dirección General del Sistema Penitenciario se encuentra levantando un censo que ofrecerá información más 
detallada y fiable en relación con ésta y otras variables sociodemográficas. 
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2.2 Niños, niñas y adolescentes con referentes privados de la libertad por delitos 
de drogas  
 
Según las proyecciones del Instituto Nacional de Estadística y Censo (INEC), en 2018 habría una 
población total de 4,158,783 habitantes, de los cuales 1,316,503 serían NNA, es decir, 32% de la 
población panameña tendría menos de 18 años.  
 
 De acuerdo con UNICEF (2013), 39.3% de la población panameña entre 0 y 19 años de edad vive 
en condiciones de pobreza, siendo especialmente preocupante la situación de quienes forman 
parte de la población indígena, ya que en este caso el nivel de pobreza asciende a 68.7%, mientras 
que en la población afrodescendiente del mismo rango etario llega a 23%, todo lo cual evidencia 
que la niñez y la adolescencia se ven duramente afectadas por la desigualdad. 
 
A 7 años de que por primera vez Naciones Unidas miró con detenimiento el fenómeno relacionado 
con los NNAPES23 y exhortó a los Estados a recabar información sobre esta realidad y diseñar 
acciones para la atención de sus necesidades específicas, poco se sabe sobre esta problemática 
en Panamá.  
 
Este país, como ya se ha señalado, presenta una de las tasas más altas de encarcelamiento de 
América Latina y el Caribe: 391 personas privadas de la libertad por cada 100,000 habitantes 
(DGSP, 2018); por lo que se trata de una realidad que pueden estar enfrentando miles de NNA, 
pero ¿cuántos NNA en Panamá tienen a sus padres o madres en reclusión?  
 
Al carecer de cifras oficiales, el único instrumento que hoy aporta un panorama sobre la 
caracterización de la población estudiada es el “Diagnóstico de la situación de los hijos e hijas 
de las mujeres privadas de libertad en Panamá” (Diagnóstico, de aquí en adelante) 24 que se 
incluye en el estudio de UNICEF (2016) antes citado y cuyos hallazgos se complementarán a 
continuación con los testimonios de los NNA participantes en este estudio. 
 
Tomando en consideración que en mayo de 2018 había 16,035 personas privadas de la libertad y 
que, aproximadamente, 70% de la población penitenciaria tiene un hijo o más y 70% tiene menos 
de 35 años (DGSP, 2018), es posible estimar que en Panamá hay al menos 11,224 NNAPES, cálculo 
que resulta bastante conservador, ya que el promedio a nivel nacional es de 2 hijos, el cual 
aplicado al 70% de la población penal arroja una cifra superior a los 20,000 NNAPES.  
 

2.2.1 Las familias  

¿Qué se puede decir sobre los NNA con referentes privados de la libertad por delitos de drogas? 
En las entrevistas realizadas se constató que los NNAPES, mayoritariamente, quedan al cuidado 
de una mujer cuya edad promedio es de 36 años. Si el padre es privado de la libertad, la madre 
asume el cuidado de los NNA en la mayoría de los casos; en cambio, cuando la madre es 
encarcelada los cuidados quedan a cargo de las abuelas y, en segundo lugar, en las y los 
hermanos mayores. 
  
El Diagnóstico, como se muestra en la Gráfica 1, también confirmó lo dicho: son las abuelas 
quienes asumen el cuidado de los NNA tras el encarcelamiento de las madres. 

 

                                                           
23 Esto ocurrió durante el Día de Debate General de 2011 cuando el Comité de la ONU sobre los Derechos de la Niñez abordó el tema 
de “Niños y niñas de padres presos”. 
24 La información que se menciona proviene de un instrumento de diagnóstico familiar aplicado a cuidadoras principales de NNA 
que tienen referentes significativos privados de la libertad (el instrumento se aplicó a 10 grupos familiares). 
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Gráfica 1. Cuidado de los hijos e hijas de las mujeres privadas de la libertad 
 

 

Fuente: Tomado de Los niños, niñas y adolescentes hijos e hijas de mujeres privadas de 
libertad en Panamá (UNICEF, 2016: 35).  

 

En cuanto al vínculo con los adultos privados de la libertad, para todos los NNA entrevistados el 
encarcelamiento significó el alejamiento de una figura significativa y la pérdida de contacto 
periódico, ya que sus madres o padres –ahora presos– vivían en el hogar con ellos y mantenían 
económicamente al grupo familiar.  
 
Tras la privación de la libertad y los cambios en la economía familiar que ésta implicó, los 
principales ingresos en los hogares de los NNA entrevistados provienen de los abuelos y 
hermanos mayores; situación que de manera semejante se observó en el Diagnóstico: 

 

Gráfica 2. Dependencia económica de los hijos e hijas de las mujeres privadas de la libertad 
 

 

Fuente: Tomado de Los niños, niñas y adolescentes hijos e hijas de mujeres privadas de 
libertad en Panamá (UNICEF, 2016: 35).  

 

Para la mayoría de las mujeres que quedan como responsables del cuidado de los NNAPES 
resulta complejo compatibilizar esta labor con el trabajo, por ende, los abuelos y en algunos 
casos los hijos e hijas mayores son quienes aportan en mayor medida los recursos familiares. 
Además, dichas mujeres presentan estudios incompletos, bajos niveles de escolaridad y 
prácticamente nula capacitación en oficios, lo que dificulta aún más su ingreso al mundo laboral 
formal. 
  
En general, los ingresos familiares son esporádicos, en trabajos sin seguridad ni protección 
social. En promedio, las familias entrevistadas declaran tener ingresos mensuales equivalentes 
a $316.00 dólares americanos para hogares donde suelen habitar cinco personas (tres de ellas 
menores de edad).  
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2.2.2 Territorios y condiciones de habitabilidad 

Las localidades donde viven los NNA entrevistados presentan múltiples condiciones de riesgo 
para ellos: son sectores donde perciben violencia callejera, tráfico de drogas y abuso de alcohol 
en la vía pública; además, tienen mala conexión con centros urbanos y notables deficiencias en 
la infraestructura vial y los servicios de transporte público. Aunado a esto, sus viviendas 
presentan malas condiciones habiendo casos de autoconstrucción precaria y hacinamiento. 
 

2.2.3 Otros niños, niñas y adolescentes visibilizados en este estudio 

Es importante destacar la existencia de NNA que tras el encarcelamiento de un familiar 
significativo han sido derivados a hogares o albergues. En este estudio se identificaron dos 
casos donde las madres fueron privadas de la libertad por infracción a la Ley de Drogas y, ante 
la aparente ausencia o incapacidad de las redes familiares, los NNA terminaron 
institucionalizados. La magnitud de esta realidad se desconoce, pero plantea un nuevo desafío 
de investigación, ya que sus características familiares y trayectorias de vida resultan 
marcadamente diferentes a las antes descritas; sin embargo, es posible afirmar que la 
constante en todos estos casos es que siguen siendo invisibles para el sistema penitenciario y 
de protección social.  
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CAPÍTULO 3 

Impactos en la vida de los niños, niñas y 
adolescentes con referentes privados de la 
libertad por delitos de drogas 
 

 

En este capítulo se presentan los hallazgos obtenidos tomando como base los ámbitos de 
impacto en los NNAPES identificados a través de la consulta “Voces de las niñas, niños y 
adolescentes con padre, madre o tutor privado de libertad” realizada por la Plataforma NNAPES 
en 2018 como una contribución al estudio global sobre NNA privados de la libertad que lleva a 
cabo la Oficina del Representante Especial del Secretario General sobre la Violencia contra los 
Niños. Estos ámbitos de impacto son: a) vida afectiva y emocional, b) vida familiar, c) economía 
del hogar, d) sistema educativo y e) estigmatización, discriminación y condena social. En este 
informe se agrega como un ámbito más la vulnerabilidad de los NNA a las redes criminales, es 
decir, el riesgo de ser víctimas de pandillas, narcotráfico y otros delitos. 

 

3.1 Vida afectiva y emocional 
 
Todos los NNAPES entrevistados presentan afectaciones emocionales por la privación de la 
libertad de su familiar; hablar sobre sus experiencias de vida les causa mucho dolor y una 
profunda tristeza, por ello en algunas entrevistas fue necesario detener los procesos de 
grabación, dedicar un tiempo a la contención, reenfocar la conversación a otras temáticas y, 
posteriormente, volver a retomar –en la medida de lo posible– las preguntas. 
   
Para muchos NNAPES entrevistados –independientemente de su edad– esta era la primera vez 
que les preguntaban y hablaban abiertamente sobre el tema, lo que es una clara evidencia de lo 
ya dicho: la situación vivida por los NNAPES es invisible para los distintos sistemas de 
protección, incluso, para sus propias familias que, por temor o falta de herramientas para 
abordar temas tan complejos como son el delito y la cárcel, prefieren obviarlos asumiendo que 
no es necesario que los NNA manejen mayor información. Así, es posible encontrar relatos de 
NNA que saben que sus familiares se hallan en prisión y el tiempo que estarán lejos, pero 
desconocen el motivo por el que fueron detenidos y encarcelados, o NNA que prefieren mantener 
el discurso del “secreto familiar”, argumentando que su referente se encuentra trabajando y por 
eso están distanciados. 
   
Además, para los NNAPES resulta complejo hablar con los adultos, pues sienten que no los 
escuchan, no los entienden o no hay espacios de confianza; sin embargo, los NNA entienden que 
a los adultos también les resulta difícil hablar sobre estos temas, por ello, a veces prefieren no 
decir nada para evitar más dolor a sus familias. 
 
En la medida que los NNAPES van creciendo se les comparte más información, sobre todo si la 
ausencia se prolonga. Algunas familias reconocen que han abordado estos temas en momentos 
de rabia o desborde emocional de los NNA, cuando enojados piden explicaciones sobre la 
situación de sus familiares y no siempre se les responde de la mejor manera. 
   
Asimismo, se identificaron impactos emocionales en forma de angustia y estrés en los NNAPES 
en todo el proceso previo y posterior a la detención:  
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1) en el contexto del delito: por la vinculación del padre, la madre o ambos en la actividad 
ilícita relacionada con drogas y por la tensión vivida en casa de manera latente por el 
miedo que sienten los referentes a ser detenidos; 

2) en el proceso de detención: especialmente por los allanamientos de las viviendas que 
realizan los agentes de policía y fiscalía ante los casos de drogas; 

3) durante el encarcelamiento: por la separación y la ausencia del referente, pero también 
por las situaciones que enfrentan cuando visitan a su familiar detenido como ocurre con 
las “requisas” a las que les someten los agentes penitenciarios; 

4) en la liberación: por la angustia que genera el proceso de “regreso a casa” del referente y 
el encuentro con sus hijos e hijas tras la privación de la libertad.  

 

Todo este tránsito resulta un torbellino de emociones para los NNAPES donde muchas veces no 
encuentran los espacios para expresar lo que van sintiendo o aclarar las dudas que les surgen. 
   
Tomando en cuenta que los allanamientos y las requisas son situaciones que provocan graves 
impactos emocionales, resulta pertinente destacar que los NNA con madres o padres 
encarcelados por delitos de drogas son más vulnerables a estas afectaciones, ya que los 
allanamientos ocurren principalmente en los casos de drogas en comparación con otros delitos, 
además, los NNA que visitan a sus referentes detenidos por drogas experimentan requisas más 
violentas que las que sufren otros NNAPES porque los funcionarios que ejecutan estos 
procedimientos consideran que dichos NNA son especial y potencialmente sospechosos de 
introducir drogas al penal. 
 

3.1.1 Detención a través de allanamientos 

Todos los NNAPES entrevistados vivieron procesos de allanamiento en sus viviendas, 
experimentando situaciones de violencia hacia ellos y sus familiares. Es importante señalar que, 
de acuerdo con el “compromiso delictivo de la familia”, los allanamientos son más recurrentes 
en sus viviendas y mucho más violentos. De este modo, en dos de las familias entrevistadas 
había NNA que vivieron más de tres allanamientos en sus hogares.  

 

“Ya habían entrado otras veces, pero en la segunda yo me puse a llorar porque a mi hermanito 
lo tiraron en el piso y se reventó la boca y de ahí yo iba a tomar agua, porque estaba llorando, y 

un policía me pegó […]. La tercera vez sí se lo llevaron” 
—María, 9 años.  

 

“Eso ya era constante, ya venían y ya estaba ese miedo y temor de que viene la policía. 
Estuvieron casi 3 o 4 meses sin venir y luego cayeron en manada, eso fue en grande, ¡qué 

pocotón de carros y guardias! no dejaban entrar a nadie. Ese día fue en grande y ellos ya sabían 
a lo que venían […]. Venían una vez cada 3 meses” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 
  

“Estaba en el cuarto cuando entró la policía y me apuntaron 
con una pistola cuando estaba en la cama” 

—Mario, 11 años.  
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Es importante señalar que todos los NNAPES entrevistados recuerdan detalles sutiles de los 
allanamientos, aun cuando en algunos casos son acontecimientos que ocurrieron hace muchos 
años; por ejemplo, son capaces de describir a los policías, cuántos eran y por dónde llegaron a 
sus casas, recuerdan el día de la semana y la hora aproximada, quiénes estaban en el hogar, qué 
hicieron o dijeron y qué ocurrió desde que los policías entraron hasta que salieron de sus casas, 
también destacan los momentos más violentos indicando dónde estaban, con quién y qué 
sintieron. En definitiva, éste es un momento que los marca profundamente y deja huella en su 
memoria. 
  
En un grupo familiar que enfrentó reiterados allanamientos en su vivienda, la hermana mayor 
recuerda el estrés que sentía antes del encarcelamiento de su madre cada vez que escuchaba 
un auto de policía cerca, menciona que le costaba dormir y estudiar, que corría a contarle a su 
mamá que venía la policía siempre que escuchaba un ruido y que esta situación le causaba 
mucha angustia a sus 14 años.  
 
En suma, los allanamientos reiterados y violentos son una realidad frecuente en la vida de los 
NNA con familiares vinculados a delitos de drogas, no así en las historias de vida de los NNAPES 
cuyos referentes han cometido otro tipo de delitos. 
  

 

 
 
3.1.2 Requisas en las visitas al penal 

En el primer capítulo se presentó la legislación penitenciaria y su reglamento en relación con el 
procedimiento que deben seguir los custodios al realizar requisas a NNA que visitan las cárceles; 
sin embargo, se constata que, en la práctica, estas requisas no siguen de manera sistemática 
dicha normatividad. 
 
Muchos testimonios de los NNAPES, pero también de las personas privadas de la libertad, 
coinciden en que el trato que reciben los familiares al ingreso de los centros penales es cruel, 
inhumano y degradante. Este proceso representa una barrera que muchas veces disuade a las 
mujeres y los NNA de acudir a las visitas, pero el amor por sus familiares hace que se sometan 
sin reclamos y, algunas veces, considerando que se trata de una medida de seguridad. 

 

Imagen: Allanamiento, Mario, 11 años. 
 
En el dibujo representa el 
allanamiento ocurrido en su casa y 
comunidad. 
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“El primer día que fui a visitar a mi madre me sentía bien mal y cuando vi que los policías le 
estaban diciendo cosas a mi mamá [se refiere a su abuela] me puse bravo, pues no me gustaba 
lo que decían, después me revisaban, me quitaban las zapatillas y me revisaban, a mi mamá le 

bajaban los pantalones, la revisaban y tampoco me gustaba y me daba braveza, 
a mi hermana también, a la más chiquita” 

—Luis, 11 años. 
 
 

“A mí no me gusta la manera cómo me revisan porque me pueden 
tocar partes que a mí no me gustan” 

—María, 9 años. 
 

Las madres y los padres privados de la libertad sienten que la pena que están cumpliendo se 
transfiere o traslada a sus hijos e hijas cuando acuden de visita a los centros penitenciarios; las 
revisiones de su cuerpo y de las cosas que llevan a su familiar encarcelado resultan vejatorias 
por las condiciones en las que se producen y los métodos utilizados. En una visita al CEFERE se 
observó a unos niños que quedaron desolados al presenciar cómo la custodia introdujo un 
cuchillo en el pastel de cumpleaños que llevaban a su madre para comprobar si escondía algún 
artículo prohibido, destruyendo con este acto violento (por usar un cuchillo y por el modo de 
utilizarlo) el pastel y el mensaje de felicidades que lo decoraba en la parte superior.  
 
Aunque las personas encarceladas refieren que uno de los mayores costos de la reclusión es 
estar separadas de sus hijos e hijas, muchas veces, prefieren que no acudan de visita para 
evitarles el maltrato de la policía y el personal custodio. 

 

“Mire, yo me acuerdo que yo llegué en el año 2008 y nos daban la visita ahí mismo, pero al 
finalizar la visita nos traían, nos revisaban los paquetes, nos metían en un cuartito y nos 

revisaban a nosotros, a nuestras familias las revisaban allá fuera, sí. Mi hija acaba de cumplir 
18 años, la mayor, y me dice “papá yo lo siento mucho, pero yo no te veo más hasta que tú 

salgas de ahí”, entonces, esa es la parte dura, porque una 
señorita que la van a desnudar y ella no quiere […]” 

—Miguel, padre privado de la libertad, La Joya. 
 
 

“Todos los procesos que tienen que hacer para entrar y a ellos no les importa, como hay unos 
que dicen “no importa, yo me quedo sin visita, yo veo cómo hago, pero que 

no venga mi familia ni mis hijos” 
—Junta Técnica, La Joya. 

 

Una condición que puede incrementar la violencia de las requisas es la sospecha por parte de 
los custodios penitenciarios de que una persona encarcelada está vinculada al tráfico de drogas. 
Mujeres que estuvieron privadas de la libertad señalaron que, si el personal de custodia 
sospechaba que una de sus compañeras estaba vendiendo drogas en el centro penal, las 
requisas a su familia eran mucho más invasivas y violentas. 
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“Si una persona está detenida por droga en ese momentito no la van a revisar (más porque vino 
por droga), simplemente en la medida que pasa el tiempo, si la muchacha dentro del penal 

comienza a vender droga ya está bajo la mira de las custodias, pues un familiar puede que la 
introduzca y ahí puede que comience más fuerte la revisión. Eso lo he escuchado porque yo he 
tenido gente que vendía droga y cuando venía la hora de la visita estaban más angustiadas” 

 —Sofía, 29 años, mujer ex privada de la libertad. 
 

“Yo lo viví porque estaba en eso ahí adentro y era bien serio, cuando mi familia iba me la 
despelucaban: a mi mamá le revisaban todo, a mis hermanas todo, ¡todo!, o sea que la revisión 
es más seria. ¡A los menores me los revisaban duro, duro, duro! Me querían restringir las cosas 

porque te cogen rabia y saben que no te han agarrado nada, nada ma’ por la sospecha. 
Entonces, en la visita están encima de ti las custodias, no te dan aire porque ellas saben que tú 

estás en la venta, pero sin saber que una no pone a la familia en eso, porque 
a una le llegan las cosas por otro lado, por otra visita” 

—Amelia, 39 años, mujer ex privada de la libertad. 
 

3.1.3 Separación dolorosa por el encierro 

El encarcelamiento de un ser querido es vivido como una separación dolorosa porque aleja a los 
NNA de sus figuras de apego y rompe dinámicas que son parte de sus vidas. 
 
Los NNA que tienen a su padre preso señalaron la pérdida de actividades lúdicas (juegos y 
paseos), lo que afectó sus espacios de ocio y dispersión. Hoy extrañan jugar fútbol o béisbol o 
salir a comer con su padre, ya que no tienen con quien más hacer eso. 
 
Es importante destacar que, sólo en dos de los nueve casos identificados donde el padre está en 
reclusión, los NNA se encuentran bajo el cuidado principal de los abuelos, en los demás casos 
siempre están a cargo de la madre. 
 
A su vez, en los casos donde la madre está privada de la libertad, las niñas y los niños más 
pequeños experimentan sentimientos de mucha angustia e injusticia por lo vivido. La madre se 
asocia a una figura de seguridad y protección que, además, se preocupa por cubrir sus 
necesidades.  

 

“Nos llevaba a la escuela y se preocupaba por nosotras” 
—Marian, 11 años. 

 
 

“Mi mamá hacía eso porque mi papá se murió y a mi padrastro no le gustaba trabajar y mi 
mamá tuvo que hacer eso para nosotros sobrevivir y tener para comer” 

—María, 9 años. 
 
 

“Cuando no estuvo mi mamá al que le pegó más duro fue a mi hermano, era bien apegado, se 
puso rebelde, no quiso ir al colegio, no estudiaba, peleaba, se ponía gruñón y lloraba” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
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3.1.4 La liberación y el regreso a casa 

En un grupo familiar entrevistado fue posible ahondar en los conflictos emocionales que estaban 
atravesando los niños y niñas tras el cumplimiento de la condena privativa de la libertad de su 
madre y el proceso de “regreso a casa”. 

 

“Me preocupa que mi mamá caiga de nuevo en eso porque no quiero volver a lo mismo” 
—Luis, 11 años. 

 

Tras poco más de 4 años de estar privada de la libertad por infracción a la Ley de Drogas, dicha 
mujer ha enfrentado múltiples dificultades para encontrar opciones laborales estables que le 
permitan mantener a su grupo familiar, por lo que ha optado por irse a vivir más cerca de la 
ciudad de Panamá acompañada sólo de su hija menor. Esto ha provocado que sus otros hijos 
revivan sentimientos de abandono, por no comprender esta nueva ausencia ahora que, a su 
modo de ver, por fin pueden volver a estar juntos. 

 

“A veces me siento como rechazada, el día del cumpleaños de mi mamá ella vino y después se 
llevó a mi hermana y nos dejó acá con mis hermanos, yo me sentí rechaza’. Yo me quería ir con 

mi mamá y eso me hace sentir mal. Me siento, no sé, como una basura, me siento horrible” 
—María, 9 años. 

 

Volver al hogar tras una condena de prisión es difícil, pero si no se encuentran apoyos 
psicosociales y laborales el proceso de reinserción puede dificultarse aún más, cayendo 
fácilmente en conductas de riesgo. NNA entienden las dificultades que enfrentan sus familiares 
y viven con el temor de que vuelvan a delinquir exponiéndolos nuevamente a situaciones de 
estrés, violencia y separación. 

 

 

Imagen: Papá en prisión, Silvia, 10 años. 
 
En el dibujo representa los sentimientos de 
separación y la lejanía con su padre. 
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“Mi mamá me dice que yo no caiga en sus malos pasos y yo le digo 
que ella no caiga en lo mismo” 

—Luis, 11 años. 
 

El regreso a casa también plantea a los padres y madres diversos retos en la relación con sus 
hijos e hijas. El tiempo pasado en el encierro es vivido como un tiempo perdido en la relación 
paternal o maternal que genera rupturas difíciles de superar al volver a casa. Dejar a niños y 
niñas y encontrarse con adolescentes supone para las personas liberadas un reto en la crianza 
para el que se sienten con pocos recursos. Una mujer que pasó 7 años privada de la libertad en 
el CEFERE así lo reconoce en su testimonio:  
 

“Yo dejé a mis hijos pequeños, con menos de 10 años, y cuando salí ya eran adolescentes, 
sentía que no los conocía, me había perdido gran parte de su vida” 

—Mariela, madre ex privada de la libertad. 
 

Las condenas por infracción a la Ley de Drogas, como se mencionó previamente, son extensas, 
esto provoca que la separación familiar dure periodos largos en la vida de los NNAPES, lo que 
aumenta el impacto de la separación forzosa. La pérdida de una figura de apego puede tener 
severas consecuencias en el desarrollo de la personalidad de los NNA, de tal manera que 
requerirán de ayuda profesional para ser superadas; sin embargo, se carece de programas 
sociales especializados en salud mental que reconozcan las necesidades particulares de los NNA 
que atraviesan por todas las situaciones antes señaladas.  

 

3.2 Vida familiar 
 
Si los NNA vivían con su padre y/o madre en el mismo hogar antes del encarcelamiento, 
inevitablemente la vida familiar sufrirá afectaciones considerables tras su partida. En los casos 
analizados los referentes privados de la libertad vivían con los NNA, por ende, la posibilidad de 
presentar afectaciones es mucho mayor que en aquellos casos donde no eran parte de la 
dinámica diaria de los NNA.  
 
Los cambios en las dinámicas de cuidado, las rutinas que se pierden (almuerzos familiares, 
paseos, juegos) y otras que se incorporan en la cotidianidad de los NNAPES como las visitas a la 
cárcel o el contacto exclusivo con sus seres queridos por medio del teléfono, son parte de lo que 
se constata en sus relatos y que altera su “vida familiar”. 
 
Es importante destacar que todos los NNA entrevistados han mantenido contacto telefónico 
diario con sus padres o madres durante la privación de la libertad. Sin distinción, NNA 
mencionan que sus padres o madres les llaman todos los días para saber cómo están, cómo les 
ha ido en el colegio, si apoyan en las tareas del hogar, entre otros, incluso señalaron hablar más 
de una vez al día. 

 

“Yo hablo con mi papá todas las mañanas antes de irme al colegio y en las noches [... En la 
mañana] me dice que me vaya bien en la escuela, que estudie y que no me vaya mal y en las 

noches me dice “cómo llegaste del colegio, cómo te fue, te quiero mucho” y “cuídate”. Habla 
con todos [se refiere a sus hermanos], todos los días, hay días que no hay señal y no llama” 

—Elenis, 9 años. 
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De manera particular, las mujeres entrevistadas en el CEFERE afirman que el teléfono celular es 
algo así como un “cordón umbilical” que las mantiene en contacto continuo con sus hijos e hijas. 
Por este medio pueden, de alguna manera, seguir desempeñando el rol de cuidadoras que 
ejercían antes de entrar a prisión. Por tal razón, para ellas estos teléfonos son muy importantes, 
tanto que son capaces de pagar cantidades abusivas al comprarlos en el mercado ilícito que 
tiene lugar intramuros. 

 

“Imagínese que yo desde aquí –porque como mi mamá falleció, ella era la que me cuidaba mis 
hijos– a las 5:00 de la mañana llamo: ¿ya te levantaste?, que la tarea. Uno aquí hace todo”  

—Yamileth, madre privada de la libertad. 
 

“El celular es una extensión de nosotras en nuestro hogar” 
—Mariela, madre privada de la libertad. 

 
 

“Hay personas que no usan bien el intelecto y no son sabias y lo usan para otras cosas, pero 
aquí el 90% son sus hijos” 

—Yadixa, madre privada de la libertad. 
 

Un teléfono celular puede tener un costo elevado, pero se entiende como una necesidad para 
mantener el vínculo con la familia. 

 

“Un celular cuesta alrededor de $150.00 dólares y uno los consigue adentro” 
—Yadixa, madre privada de la libertad. 

 

El impacto en la vida familiar también se da especialmente cuando las (más que los) 
adolescentes deben hacerse cargo de sus hermanos y hermanas menores. Estas jóvenes 
sustituyen a su madre presa haciéndose cargo de tareas de cuidado que las absorben y 
condicionan sus oportunidades de desarrollo personal y profesional.  

 

“Yo era una niña, una adolescente, y me hice una mujer temprano. Mi hermana mayor 
trabajaba y yo tenía tiempo de cuidar a la bebé, entonces, ella tenía que dormir conmigo, yo 

me paraba en la madrugada a cambiarle pampers, a darle leche, a la cita, y a mis hermanos a 
bañarlos, a llevarlos a la escuela, […]. Yo tenía que hacerme cargo de mis hermanos y ponerlos a 

estudiar y eso fue bien fuerte, hasta el día de hoy lo hago” 
—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 

 

 
3.2.1 Visitas familiares en los centros penitenciarios  

 
“Estar separado de su familia es muy duro para nosotros. La única manera de tener quieto este 

penal que la autoridad ha conseguido [para] la tregua de paz entre los pabellones ha sido en 
esto: que se les abra a los muchachos visitas familiares; entonces, cuando tú le hablas al 

privado de libertad de su familia aún el más malo se ablanda” 
—Tano, padre privado de la libertad. 
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Las visitas familiares son reconocidas como las oportunidades y los espacios habilitados para 
el encuentro de la persona privada de la libertad con sus hijos e hijas. Los NNAPES mencionan 
que la noche anterior a la visita están ansiosos, pero felices por el encuentro, que deben 
levantarse muy temprano (en algunos casos cerca de las 3:00 o 4:00 de la mañana) y que el 
trayecto es largo y agotador para una vista que es corta y los deja con “gusto a poco”. Tras acabar 
la visita, se sienten tristes nuevamente por tener que separarse. 
 
A la vida familiar se integra la dinámica de la cárcel, para los NNA entrevistados éste ha sido su 
primer contacto con un centro penal, el cual ahora implica planificar los días de visita, saber qué 
llevar y cómo se ingresa (los NNA cuentan que hay productos que deben poner en bolsas 
transparentes, que la comida la revisan y prueban, etc.) y prepararse emocionalmente para pasar 
la situación que más les desagrada: la requisa. 
 
Las visitas de NNA son más esporádicas de lo que podrían ser principalmente por cuatro razones: 
a) las malas condiciones de los centros penitenciarios, b) el costo económico que implica la 
visita, c) la no disponibilidad de tiempo por parte del adulto responsable para llevar al NNA y d) 
la decisión de las madres y los padres privados de la libertad de no ser visitados por sus hijos e 
hijas (sobre todo para no exponerlos a las requisas). 
 

3.2.2 Malas condiciones en la infraestructura de los centros penitenciarios  

En general, las cárceles no cuentan con espacios bien adaptados para las visitas familiares; no 
obstante, esta situación difiere por centros, por ejemplo, los espacios del CEFERE donde se 
realizan las visitas son los mejor valorados por los NNA entrevistados, en estos espacios comen, 
juegan y conversan. Las niñas pequeñas que han visitado este Centro valoran su infraestructura 
señalando que tiene juegos “lindos” y entretenidos para sus familias. El espacio abierto y con 
áreas verdes del CEFERE es, en este sentido, una excepción a la regla del resto de reclusorios. 

 

“Había asientos, era como un bosque porque había muchos árboles” 
—Mónica, 10 años. 

 

 

Espacio para las visitas en el 
CEFERE. Fotos: ENMARCHA. 
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Al realizar esta investigación fue posible comprobar que la infraestructura para la visita familiar 
es significativamente peor en los centros penitenciarios para hombres, como la Joyita, donde los 
niños y niñas hablan de espacios que les generan temor. 

 

“Pasamos a una sala con muchas personas, había mucho ruido, hablaban todos al mismo 
tiempo, la gente peleaba. Una vez peleaban porque les robaban los huevos” 

Silvia, 10 años. 
 

3.2.3 Costo económico de la visita 

Las familias entrevistadas destacaron el costo económico que tienen los traslados a los centros 
penales, lo que dificulta el traslado de toda la familia y les hace dar prioridad a las visitas de los 
adultos antes que de los NNA. Este costo no se reduce al gasto que implica el transporte, pues 
también incluye el gasto que deben hacer para llevar el “súper” a las personas encarceladas, es 
decir, los productos y alimentos que les proporcionan en la visita. 
 

“Ahorita no estamos yendo por el costo, ¡es muy caro!, tenemos como 5 meses sin ir, es el 
pasaje, más lo que tenemos que llevar, más [...]. Cuando es visita familiar tenemos que ir todos, 
los pasajes de los niños, el nuestro: la chivita [minibús dedicado al transporte urbano] nos cobra 

$2.50 por persona y otro bus que nos acerca al centro penal que vale como 50 centavos. 
Además, hay que llevarle cosas de aseo personal, comida, tengo que hacer un pequeño súper de 

$60.00 dólares aproximadamente, aparte dejarle $20.00 dólares para cualquier cosa que él 
necesite ahí adentro [...]. ¡Chuzo! Imagine cuánto yo he gastado en casi 2 años” 

—Estefanía, 63 años, cuidadora.  
 

 
3.2.4 Niños, niñas y adolescentes sin alguien que los lleve a las visitas  

En muchas ocasiones los NNAPES se encuentran al cuidado de un familiar que enfrenta 
condiciones económicas difíciles, por lo que cuentan con escaso tiempo de dedicación y 
atención. Aunado a ello, los centros penales (a excepción del CEFERE) se encuentran en una zona 
alejada de la ciudad, donde además el tráfico es intenso, por todo esto los cuidadores no realizan 
visitas en compañía de los NNAPES frecuentemente. 
  
Esta situación tiene lugar, por ejemplo, con la guardería del CEFERE, la cual se creó con la 
intención de que las madres pudieran compartir tiempo con sus hijos e hijas de lunes a viernes 
de 9:00 a 13:00 horas; sin embargo, los familiares al cuidado de los niños y niñas son quienes 
deben encargarse de llevarlos y recogerlos, lo cual se convierte en un limitante. 

 

“Los niños no llegan porque no tenemos quienes nos los traigan” 
—Yamileth, madre privada de la libertad. 

 
 

“Es muy costoso y no funciona […], si estás detenida y no tienes ingresos ¿cómo vas a poder 
pagar para que te traigan a tus niños?” 

—Yadixa, madre privada de la libertad.  
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3.2.5 Negativa de las madres y los padres privados de la libertad a ser visitados por sus hijos e 
hijas 

 

“Para mí es más duro que vengan a verme a la cárcel que no verlos” 
—Mariela, madre privada de la libertad. 

 
 

 

Muchos hombres y mujeres en reclusión prefieren que sus hijos e hijas no acudan de visita para 
que no sufran requisas abusivas y no vean las condiciones de vida que enfrentan en prisión. 

 

“Se destruye la familia a causa de eso, las relaciones matrimoniales, y eso es algo que se tiene 
que atacar. Nosotros muchas veces les hemos dicho que nos revisen a nosotros, “¿por qué a la 

familia? […] cuando se acaba la visita, nos agarras en un cuarto desnudos, revísenos a nosotros, 
la comida, la ropa, lo que quieran, pero deja que nuestra familia se vaya tranquila”” 

—Tano, padre privado de la libertad. 
 
 

“Una como madre quiere ver a los hijos, pero no quiere que pasen las revisiones” 
—Yamileth, madre privada de la libertad. 

 
 

“Les he preguntado por qué revisan a mi hijo así, sin un policía de menores presente, 
y ellos me han respondido que ese es el procedimiento” 

—Mariela, madre privada de la libertad. 
 
 

“Si quieren revisar de esa forma que me lo hagan a mí, no a mis hijos” 
—Yadixa, madre privada de la libertad. 

 
 

Es comenzado a instalar en algunas cárceles. Así, algunos NNA mencionan que, en ocasiones, 
han importante destacar que la presencia de los “policías de menores” en los centros 
penitenciarios no es una medida que se encuentre reglamentada, pero es una práctica que 
últimamente se ha sido revisados por policías de menores y que estos procedimientos son 
menos invasivos, ya que sólo los tocan por arriba de la ropa sin desnudarlos. Este aspecto se 

Guardería del CEFERE. 
Foto: ENMARCHA. 
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corroboró con la jefa de la Policía de Niñez, la comisionada Ayda Villarreal, quien señaló que en 
ocasiones le solicitan apoyo desde el Sistema Penitenciario para que concurran funcionarios de 
la Policía los días de visita familiar. Esta práctica resulta interesante, pero no hay reglamentos o 
protocolos que la garanticen para todos los NNA.  
 
La afectación de los delitos de drogas en la “vida familiar” de los NNAPES es particularmente 
evidente en la historia presentada al principio de este informe, pues muestra las consecuencias 
más brutales de tener a un referente significativo privado de la libertad. Tras cumplir dos años 
en el hogar de protección, una profesional señaló sobre Ely –la niña cuya historia se contó en la 
introducción– que: 

 

“Los niños institucionalizados se sienten cómodos en el hogar, es su espacio de confort, salir les 
genera ansiedad e incomodidad. [Ely] a veces se pone a llorar y dice que no quiere ir […], pero 

cuando regresa se siente tranquila y vuelve a su dinámica” 
—Vanesa, profesional de un hogar de protección. 

 

Para Ely, niña que nació en Panamá y lleva dos años separada de su familia originaria de 
Bahamas, resulta más confortable estar en el hogar de protección que con su madre encarcelada, 
a quien sólo puede ver una vez cada 15 días durante algunas horas en el centro penal; además, 
debido a que no tiene familiares en el país, no puede salir del hogar y ha hecho su vida 
únicamente en éste que es su espacio de seguridad. 
  
Esta historia de vida inevitablemente cuestiona las lógicas de la seguridad pública, el 
encarcelamiento y los derechos de la niñez, entre las cuales claramente hay una distancia 
abismal.  

 

 
3.3 Economía del hogar  
 

“Cuando mi papá no estuvo me puse pobre” 
—Miriam, 10 años. 

 

El grupo familiar vive un empobrecimiento significativo cuando el integrante dedicado a la venta 
de drogas es detenido, esto se comprende con mayor claridad al considerar el nivel de vida que 
permitía la actividad ilícita relacionada con drogas. 
 
Los NNAPES reconocen este empobrecimiento constatando la disminución de la capacidad de 
consumo familiar y la consecuente pérdida de estatus, situación que se agrava aún más cuando 
el padre es encarcelado. 
  

“Antes yo era feliz, era contenta, le regalaba comida a los niños que no llevaban y desde que se 
fue mi papá cambié. Ya no le doy comida a los niños porque mi papá antes me daba plata si yo 

le decía que les daba mi almuerzo a los niños, ahora ya no” 
—Elenis, 9 años. 
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“Él nos llevaba siempre a comer a McDonald’s, cuando quería comer pizza me traía a la casa y 
acá vendían batidos y a mi hermano no le compraba y a mí me daba 

y yo lo escondía debajo de la cama para no darle” 
—Miriam, 10 años. 

 
 

Las familias que se quedan a cargo del cuidado de los NNAPES suelen soportar un gasto adicional 
que no consiguen solventar con facilidad. Las madres y los padres privados de la libertad, 
conscientes de estas carencias, procuran realizar en el encierro actividades generadoras de 
ingresos para apoyar en los gastos ocasionados por el cuidado y la crianza de sus hijos e hijas. 
En esta cuestión se observan diferencias entre hombres y mujeres, ellas se preocupan con mayor 
intensidad de generar ingresos y enviarlos a sus hijos e hijas porque muchas eran jefas de 
familia antes de entrar a prisión. 

 

“Yo le mando dinero a mi mamá para cubrir las necesidades de mis hijos, 
porque son mi responsabilidad, no de mis padres” 

—Iveth, madre privada de la libertad. 
 

Algunos testimonios recogidos en esta investigación dan cuenta de estas dinámicas: 
 

“En mi caso personal yo contribuyo a lo que es la crianza […]. Bueno, dentro de lo que es la 
cárcel, aquí abajo en lo que es la entrada, hay un quiosco, muchas veces se habla mal [… 

porque] a la señora que está ahí le dan una licitación por 3, 4, 5 años, lo que ella compra lo 
vende hasta en un 50% más, si nosotros compramos un producto […], una lata de sardina o una 
leche que cuesta $3.00 dólares, en la calle puede estar en $1.00 dólar con el 7% [ya de ganancia 

para el vendedor], de manera que como nosotros compramos caro ahí, los pabellones para 
ganarle algo (o restarle algo): 10 centavos del producto o 25 centavos del producto, le subimos 
esa cantidad para nosotros tratar al compañero de una manera honesta y justa. Se impide que 

por la visita entren muchos productos, más sin embargo la señora los vende en precios muy 
altos, entonces ¿qué hacemos nosotros, los que conocemos a Dios y los que no andamos en 

consumo? porque hay personas que están haciendo las cosas legales, ellos venden arroz, somos 
revendedores a un precio moderado […], por ejemplo, una soda vale $1.25 en la tienda, 

nosotros la vendemos en $1.50” 
—Miguel, padre privado de la libertad. 

 

“Nuestras esposas en la calle, ellas no nos dan la carga en la totalidad, nosotros solamente 
contribuimos. Ella está allá viendo cómo hace, yo recojo y contribuimos, y así todos le hacemos 

de alguna u otra manera: vendiendo batidos, vendiendo sodas, vendiendo jugos, vendiendo 
comidas hechas, para ayudar a aliviar la carga, aunque no sea mucho, 

pero se trata de mandar algo” 
—Luis, padre privado de la libertad. 

 
 

“A mí me toca muy difícil, al principio estaba preocupada por esa parte porque le cayó un peso 
a mi hija que está casada, tiene una bebé, y mi yerno resolvían y como quedé aquí quedaron 

mis hijos en una casa, mi hija con mi carga, entonces, ella llamó a mi ex señor y el señor llegó y 
él está cubriendo todos mis gastos y los gastos de los niños en la casa, o sea, no hemos vuelto, 

pero se ha hecho responsable de la casa” 
—Eva, madre privada de la libertad. 
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Una dinámica observada en este estudio y en diagnósticos previos (UNODC, 2015 y 2017) es que 
algunas mujeres deciden asumir la autoría o responsabilidad del delito para evitar que el 
principal proveedor económico del hogar (hombre o marido) vaya a prisión. Esto ocurre sobre 
todo en familias que distribuyen las tareas según los roles tradicionales de género, de tal manera 
que los hombres se dedican a tareas productivas fuera del hogar, mientras que las mujeres 
realizan tareas reproductivas en casa. 

 
 

“Él me dijo que él me podía ayudar y que si yo me echaba la culpa él me pagaba el abogado y 
yo salía más rápido. Como él era el que trabajaba y yo no, si él queda detenido, entonces, ¿yo 

cómo voy a mantener a mis hijos?, entonces, yo me eché la culpa, pero ahora ya no lo veo más, 
no se encarga de mis hijos, se desapareció” 

—Junta Técnica, Llano Marín. 
 
 

“Muchas veces son madres y abuelas, entonces piensan que “bueno, yo puedo pasar esta 
situación, la cárcel de los hombres es más difícil”. También piensan así, que es más fácil para él 
llevar el peso de la economía porque él puede resolver, pero al final es peor que si ella estuviera 

afuera, porque aquí uno tiene recursos para sobrevivir que no son necesariamente la 
prostitución o algo, porque la mujer, digamos, hace duros, inventa y vende comida y sostiene 

más la casa que el mismo hombre, él se va más al delito, a seguir en el asunto más que la mujer, 
la mujer quizás le da temor y dice “¡chuleta! yo no voy a hacer esto porque entonces ¿quién va a 
cuidar a mis hijos?”. Entonces, cuando ya la mujer toma la decisión o la mamá, porque acá hay 
madres que están por los hijos que la verdad no tienen que ver, sabían que sus hijos estaban en 
eso, pero ¿qué iban a hacer?, acá [también] hay abuelas. Yo tengo un caso de una señora que 

ella se echó la culpa por sus hijos y le ha costado porque, como hay tanto hacinamiento y tanta 
cosa, le ha costado mucho, y yo a veces he escuchado frases “si yo hubiera sabido esto, pero la 

cárcel de hombres es más difícil, si mis hijos hubieran estado allá quizás ya los hubieran 
matado”, pero los maridos abandonan, la mayoría, a las mujeres” 

—Yadixa, madre privada de la libertad. 
 
 

 
 
3.4 Estigma y condena social 
 
Los NNA viven una condena social por el delito que cometen sus padres, son discriminados tanto 
por adultos como por sus pares en los espacios donde se desenvuelven cotidianamente.  

 

“Yo veía a los policías y me ponía a llorar porque yo tenía en el corazón eso de que a mi papá 
se lo habían llevado preso y todos mis compañeros se me burlaban” 

—Elenis, 9 años. 
 

En el caso de los delitos de drogas esta situación se puede presentar mucho antes de que el 
referente sea privado de la libertad, de tal forma que es posible distinguir estigma y condena 
social en al menos dos momentos: el desarrollo de la actividad ilícita relacionada con drogas y 
el encierro. 
 

 

 



 
 

· 45 · 
 

 

3.4.1 La actividad ilícita 

Los delitos de drogas tienen una “connotación comunitaria”, son descritos como un “secreto a 
voces” porque muchas personas suelen saber en qué casa se está “vendiendo la droga”. Las 
casas son reconocidas fácilmente por los miembros de la comunidad y con eso quedan en 
evidencia los integrantes de la familia. En general, los NNAPES asisten a escuelas que se ubican 
dentro de los sectores que habitan, por ende, sus círculos de amistad de la casa y escuela son 
prácticamente los mismos.   

 

“Todo el mundo sabe lo que pasa en esa casa [...], uno sabe antes, 
mientras se dedican, incluso antes de que se lo llevaran” 

—Amelia, 39 años, mujer ex privada de la libertad. 
 
 

“[Sobre la pregunta de cómo se enteró de la situación familiar de un NNAPE:] Usted sabe que 
como yo vivo aquí mismo en la comunidad, uno ya sabe la situación familiar: conocía a sus 

primos, a su hermana. Yo digo que uno ya pertenece a la comunidad y ya sabe la situación y, 
por eso, ya sé cómo conversarlo porque ya lo sé” 

—Tatiana, profesora. 
 

Antes del encarcelamiento de sus padres, hay NNA que van quedando aislados en sus hogares.  
 

“Los amiguitos de mi hermanito ya no iban a mi casa [...]. Yo en un momento sentí que mi 
hermanito estaba apartándose totalmente de la gente, todo el tiempo estaba solo [...]. Me 

imagino que la gente decía “ya no vayas para allá, que van los guardias allá”” 
—Sofía, 29 años, cuidadora. 

 
 

 “Aquí no llegaba nadie nunca, yo les decía “vamos a mi casa a jugar que 
yo las invito o a comer” y no venían porque no las dejaban” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

Los adolescentes entrevistados mencionaron que sus amigos tenían prohibido reunirse con 
ellos, especialmente si era en su casa, pues los padres de los otros NNA identificaban su 
domicilio como un lugar de venta de drogas y temían que ingresara la policía.  

 

“Decían que acá vendían droga porque aquí venían los allanamientos, porque venían los 
policías y no sé qué [...]. Eso decían mis amigas y yo a veces lo escuchaba de los papás de ellas 

“que no, que tú andas con ella y no te quiero ver con ella”” 
—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 

 

Esta situación resulta relevante porque demuestra que la vulnerabilidad vivida por los NNA con 
familiares que infringen la Ley de Drogas surge mucho antes del encarcelamiento, como ya se 
había apuntado.  
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3.4.2 El encierro 

Durante el encarcelamiento se hace evidente la situación de tener un familiar en conflicto con la 
ley. El principio de no trascendencia de la pena no se cumple en el caso de los NNAPES, pues la 
sanción también recae sobre ellos de distintas maneras. Además de la discriminación que 
enfrentan en sus comunidades y colegios, existe otra realidad particular en Panamá que se 
relaciona con la exigencia de una determinada vestimenta para ingresar a las cárceles como 
visitantes (cada centro penal establece qué color de ropa deben usar). 
 

“Me sentía rara y extraña porque no me vestía así y tenía que llevar mi suéter y pantalón y en 
la cárcel no hay dónde cambiarse. Si uno no va vestida tenía que ponerse una sábana para 

cambiarse [...]. Yo no siempre tenía el suéter y tenía que alquilarlo ahí, 
iba donde una muchacha que los alquila a $1.00 dólar” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

El sistema penitenciario justifica esto como una “medida de seguridad” para diferenciar 
fácilmente a los visitantes de los internos, pero los adolescentes sienten que esta medida los 
expone a ser identificados y estigmatizados por la situación de sus familiares privados de la 
libertad. 

 

“Antes uno podía ir con suéter con diseño, después cambió a que tenían que ser todos lisos y 
ahí ya estábamos todos iguales. Al lado hay una calle y pasan los carros y 

se te quedan mirando como diciendo ahí van pa’ visita” 
—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 

 

Los NNAPES son víctimas de violencia y estigmatización durante todo el proceso que viven sus 
familiares en conflicto con el sistema de justicia penal, lo cual refuerza sentimientos de 
aislamiento y desprotección que perjudican profundamente su autoestima y capacidad de 
relacionarse en el entorno comunitario.  

 

 
3.5 Sistema educativo 
 
Las niñas y los niños entrevistados menores de 11 años se encuentran actualmente en el sistema 
escolar, pero tras la detención de su familiar vivieron procesos de ausentismo que, en algunos 
casos, se extendieron por semanas. 
  

“Cuando detuvieron a mi mamá dejé de ir a la escuela por 3 semanas” 
—María, 9 años. 

  

El panorama es distinto en el caso de los tres adolescentes entrevistados y la joven de 19 años, 
pues el encarcelamiento de su familiar significó la interrupción permanente de sus estudios. Las 
causas de la deserción las fundamentan en haber sufrido violencia escolar por la privación de la 
libertad de sus referentes, tener problemas de depresión, estrés o angustia que imposibilitaron 
seguir rindiendo en el colegio y, en un caso donde la madre es la persona presa, haber tenido que 
asumir los cuidados de los hermanos. 
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En este sentido, una situación coincidente en los NNAPES es que han sido víctimas de violencia 
por parte de sus compañeros de escuela. 

 

“Tenía rato que no comía y no podía dormir y pasó tiempo que dejé de ir a la escuela y cuando 
volví había un peladito que me molestaba porque mis papás están presos” 

—María, 9 años. 
 
 

 “Yo bajé toooodas las notas y no quería ir a la escuela porque un niño bien 
bochinchoso decía cosas mías en la escuela” 

—Antonia, 9 años. 
 

Cuando se les pregunta cómo resolvieron estas situaciones en sus escuelas, los NNAPES 
mencionan siempre el enfrentamiento a golpes con los NNA que los molestan, de tal forma que 
se ven obligados a validarse con su capacidad de defenderse por medio de la fuerza física. Los 
maestros no aparecen en los relatos como figuras protectoras, incluso, los NNAPES señalan que 
no se involucran en estas situaciones. 

 

“Eso me pasó bastante en la escuela. Yo me ponía así como que “no hablan conmigo por eso, si 
yo no tengo la culpa de lo que hace mi mamá” y una vez me iba a pelear con una niña en la 

escuela por eso, decía que mi mamá vendía droga y yo le decía que no tenía la culpa de lo que 
hacía mi mamá, yo no la he mandado a que venda droga, y me puse bien brava y quería pegarle 

y nos llevaron a la dirección y nos regañaron [...], pero sí, 
me pasó bastante que no tenía amigos por eso” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

En suma, la escuela es un espacio donde los NNAPES pasan varias horas del día, pero donde no 
logran encontrar apoyos para hacer frente a las situaciones de discriminación que en ocasiones 
ejercen sus compañeros o, incluso, sus maestros. La deserción termina siendo la opción ante un 
sistema donde los NNAPES se sienten expuestos a la violenta sin ninguna posibilidad de 
encontrar respuestas oportunas que garantice su protección. 
   
Por otro lado, es pertinente señalar que los problemas en los estudios de los NNA son una gran 
preocupación para sus madres y padres privados de la libertad.  

 

“Yo no quiero que mis hijos pasen por lo que yo pasé, yo quiero que él sea un 
hombre de bien, una mujer de bien, y reciban la educación” 

—Pedro, padre privado de la libertad. 
 
 

“Uno tiene 17 años, está por graduarse el otro año, el otro se gradúa este año de primer año, y 
la bebé que tiene 3 añitos de edad, y entre todo eso el interés mío es de educarlos y le puedo 

decir este año he invertido en la educación de ellos porque eso es lo que queda” 
—Luis, padre privado de la libertad. 

 

Cabe recordar que a través de los teléfonos celulares las mujeres y, en menor medida, los 
hombres apoyan a sus hijos e hijas en los estudios desde la reclusión. 
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“A veces tú llamas a tus hijos: “¿qué te pusieron?, mucha tarea, bueno, 
tú haces una y yo te hago la otra” 

—Yamileth, madre privada de la libertad. 
 

3.6 Vulnerabilidad  
 

“Nosotras estamos aquí, mientras nuestros hijos se nos pierden allí fuera” 
—Iveth, madre privada de la libertad. 

 

Es relevante agregar esta dimensión al presente estudio porque hace referencia a una temática 
fundamental para el desarrollo psicoemocional de los NNAPES. “¿Quién los cuida?” es una 
pregunta recurrente a lo largo de esta investigación, ya que su exposición a situaciones de riesgo 
es múltiple por tener familiares en conflicto con el sistema de justicia penal y, como se ha 
señalado anteriormente, dichas situaciones se originan antes de que sus referentes sean 
detenidos. 
   
Las familias con las herramientas y posibilidades que tienen generan estrategias de cuidado 
cuando comprenden las implicancias que tiene la actividad delictiva en la vida de los NNA.  

 

“Dormía donde mi abuela porque a mi mamá no le gustaba que durmiera con ella 
porque venía la policía e iban a allanar” 

—María, 9 años. 
 
 

“[Mi mamá] nos explicaba que si venía la policía teníamos que salir de la casa, sentarnos en el 
patio y no decirles nada […], nosotros no debíamos decir nada, que no sabíamos nada” 

 —Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

Indudablemente, estas estrategias de cuidado son precarias, ya que el familiar sigue realizando 
la actividad delictiva, pero en el relato de los NNA existe la idea de que la madre los protege y los 
cuida, incluso, comprenden y justifican el delito.  

 

“Mi mamá lo hacía porque ella no sabía leer y no tenía trabajo, ¿quién la iba a contratar así? 
Yo le prometía que le iba a enseñar a leer para que ella saliera de eso” 

—Gabriela, 19 años, cuidadora y NNAPE. 
 

En el caso de las familias donde existe consumo problemático de drogas y/o alcohol el panorama 
es distinto: los NNAPES están expuestos a situaciones de desprotección aún mayores. En estas 
casas es recurrente ver la presencia de personas bebiendo desde muy temprano, reunidas a toda 
hora y que no son cercanas a los NNA, quienes se muestran nerviosos y se apartan rápidamente 
evitando el contacto. La abuela de una niña entrevistada comenta: 

 

“Yo me los traigo los fines de semana o cuando tienen vacaciones para que no estén ahí en su 
casa porque allá es siempre lo mismo y está lleno de hombres” 

—Antonia, 64 años, cuidadora.  
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Antonia señala que la madre de 
los niños tiene un consumo 
problemático de drogas y que 
constantemente hay fiestas en 
su hogar donde se venden 
estas sustancias, por ello los 
niños deben cambiar de casa, 
de cuarto y sus pertenencias 
deambulan entre los 
domicilios de la madre y la 
abuela. 
  
Otra situación relevante tiene 
que ver con la violencia de los 
allanamientos relacionados 
con la comisión de delitos de 
drogas. En muchos casos, estos 
procedimientos incluyen la detención de todos los adultos presentes en el hogar al momento del 
ingreso de la policía, sin considerar protocolos que garanticen que los adultos detenidos puedan 
hacer los arreglos necesarios para coordinar el cuidado de los NNA, lo cual queda a criterio de las 
policías, pero sin un procedimiento claro. 
  
NNA entrevistados señalaron que, al ingresar la policía en su domicilio, todos los adultos fueron 
detenidos, incluso, por más de 5 días antes de que regresaran al hogar y se definiera la privación 
de la libertad definitiva. Durante ese tiempo quedaron al cuidado de una hermana mayor, una tía 
que vivía cerca y una abuela. Al respecto, una niña relata: 

 

“Cuando entró la policía mi papá nos pasó por el muro para que fuéramos 
a la casa de la abuela y nos quedáramos con ella” 

—Elenis, 9 años. 
  

Estos procedimientos tampoco permiten que los NNA puedan despedirse de sus familiares, sino 
que les son arrebatados violentamente. 

 

“Los policías nos detuvieron y no nos dejaron despedirnos de mi mamá” 
—Mónica, 10 años. 

 
 

“Yo miraba de la ventana cuando se llevaron a mi papá y me tiré al suelo a llorar” 
—Miriam, 9 años. 

 

El cuidado de los NNA nuevamente queda a la “suerte” del policía de turno, al criterio de un adulto 
enfermo a causa del consumo problemático de drogas o de adultos que, enfrentados a 
situaciones de precariedad, definen rumbos riesgosos.  
 
La preocupación por quién los cuida también está presente en los testimonios de las mujeres y 
los hombres privados de la libertad, pues consideran que sus hijos e hijas son vulnerables al 
delito y otros peligros como la exposición a drogas y organizaciones criminales. Más allá de los 
problemas económicos que atraviesan o los resultados en la escuela, las madres y los padres 

Foto: Marisa Montes. 
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presos sienten preocupación porque sus hijos sean atrapados por las garras del delito, las 
organizaciones criminales o las drogas y, en el caso de sus hijas, que vivan embarazos 
adolescentes y violaciones sexuales.  

 

“Mi familia, mis hijos expuestos a quedar allá en manos del 
pelado porque ¿quién los iba a cuidar? ¿nadie?” 

—Eva, madre privada de la libertad. 
 
 

“Escuchamos llorar y gritar a las mujeres cuando se enteran que a sus hijos los 
han violado allí fuera las personas que deberían cuidar de ellos” 

—Iveth, madre privada de la libertad. 
 
 

“Tienen que ver que somos madres y que no podemos alejarnos tanto de nuestros hijos. Ya mi 
niño tiene 16 años, pero yo lloro todos los días porque no estoy detrás de él, pero en las mujeres 

que tienen niños más chicos, que los tienen que dejar con la tía, 
la abuela, el Sistema no está pensando en ellas” 

—Mariela, madre privada de la libertad. 
 
 

“Yo estoy presa aquí por una droga que no era mía, por la que no vivía, no comía de eso, no 
dependía de la droga, estoy presa aquí y porque no estoy 

se me está cayendo mi casa, mi familia se derrumbó” 
—Eva, madre privada de la libertad. 

 

Ante este panorama de “riesgo inminente”, hay familias donde los NNAPES ven restringida su 
posibilidad de participación: se considera que es mejor aislarlos del entorno antes que verlos 
cometer un “error” como el de sus padres o madres, por lo que se les limita el acceso a espacios 
de ocio y encuentro comunitario, encerrándolos en sus hogares, lo que los vuelve a aislar de tal 
forma que, ya no sólo el entorno discrimina, sino que además su familia le teme al espacio 
comunitario, los aleja de éste y, con ello, surgen nuevas vulneraciones a sus derechos. 
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Conclusiones 
 
El objetivo de este estudio es generar conocimiento sobre el impacto específico que el 
encarcelamiento tiene en la vida de los NNA con referentes adultos privados de la libertad por 
delitos menores de drogas en Panamá; en este tenor, podemos concluir que: 
 

1) tener un padre y/o madre que está en conflicto con la ley penal expone a los NNA a 
múltiples situaciones de violencia que presentan ciertas particularidades cuando su 
familiar ha cometido delitos de drogas; 

2) los NNAPES son invisibles ante los sistemas de justicia, penitenciario y de protección 
social; no existen leyes, decretos o protocolos que consideren sus necesidades específicas; 

3) los impactos de la reclusión de un familiar significativo en la vida de los NNA se observan, 
al menos, en las siguientes dimensiones: vida afectiva y emocional, vida familiar, 
economía del hogar, precariedad de los sistemas de cuidado y estigmatización, 
discriminación y condena social; 

4) la vida afectiva y emocional de los NNAPES se ve profundamente afectada por la pérdida 
de una figura de apego y la exposición a situaciones de violencia que surgen antes del 
encarcelamiento y que serán vividas de manera particular en cada una de las etapas por 
la que atraviese el familiar detenido (conflicto con la ley, juicio, privación de la libertad y 
regreso a casa); 

5) no existen programas sociales especializados en salud mental que reconozcan las 
necesidades particulares de los NNAPES; 

6) en cuanto a la vida familiar de los NNA, la dinámica de cuidado comienza a ser mediada 
por la cárcel con sus posibilidades y limitaciones; 

7) los NNAPES también experimentan afectaciones por los cambios en la economía del 
hogar (empobrecimiento), ya que el tráfico de drogas representa un mecanismo de 
subsistencia familiar que posibilita la obtención de recursos para la adquisición de 
bienes suficientes independientemente, por ejemplo, de la preparación técnica o 
educativa de los implicados; 

8) sobre la estigmatización, discriminación y condena social que enfrentan los NNAPES es 
posible afirmar que la condena de su padre y/o madre trasciende su vida, incluso, antes 
de que sean detenidos, ya que los delitos de drogas son reconocidos en la comunidad y, 
por esto, los NNA enfrentan situaciones de aislamiento social y discriminación por parte 
de sus pares y los adultos con los que se relacionan; 

9) el sistema educativo carece de herramientas para comprender y apoyar las diversas 
situaciones por las que atraviesan los NNAPES, volviéndose así un espacio de 
experiencias dolorosas que llevan a una potencial deserción; 

10) los NNAPES ven afectados sus sistemas de cuidado (más aún si la conducta delictiva se 
cruza con el consumo problemático de drogas); 

11) es posible identificar impactos diferenciados si la madre o el padre es la persona 
encarcelada y si los afectados son niños o niñas; los roles de género evidencian la 
condena extra en las mujeres por ser consideradas las responsables del cuidado, por 
ejemplo, las adolescentes que quedan al frente del cuidado de sus hermanos asumiendo 
tareas que no corresponden con su etapa de vida o las mujeres ancianas que se encargan 
de los NNAPES en una etapa de su vida donde ellas deberían ser los sujetos de cuidado 
por parte de las políticas públicas y el Estado; 

12) la violencia se encuentra de modo transversal en los impactos vividos por los NNAPES, 
quienes enfrentan la violencia proveniente de sus pares y entorno, pero sobre todo del 
Estado, por la acción de las policías y el sistema penitenciario y la indiferencia de los 
sistemas de protección; 

13) resulta preocupante la situación de los NNA que viven en hogares de protección porque 
sus padres son extranjeros y se encuentran privados de la libertad, lo que evidencia las 
consecuencias más críticas de las políticas de encarcelamiento masivo sin enfoque de 
género ni reconocimiento del interés superior del NNA. 
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Recomendaciones 
 

1) Urge reformar la Ley de Drogas considerando la perspectiva de género y la Convención de 
los Derechos del Niño, de modo que se evite el encarcelamiento de personas en situación 
de vulnerabilidad ante el delito y el acceso a la justicia, y se apliquen medidas 
alternativas a la detención preventiva en adultos con NNA a su cargo. 

2) Evitar el encarcelamiento por delitos menores de drogas a través de la aplicación de 
medidas alternativas a la privación de libertad (más aún cuando existan niños y niñas 
lactantes o menores de 3 años). 

3) Implementar programas de “reinserción” que trabajen para el desarrollo del proyecto de 
vida y la empleabilidad de mujeres, hombres y familias con las particularidades que se 
describen en este estudio. 

4) Motivar a los sistemas de justicia penal para que consideren las condiciones de 
vulnerabilidad de los hijos e hijas de las personas infractoras de la Ley de Drogas. 

5) Construir protocolos para los allanamientos y las requisas que tienen que ver con NNA. 
6) Habilitar espacios y tiempos seguros y apropiados para las visitas familiares en los 

centros penitenciarios. 
7) Explorar en profundidad la situación de los NNA que tienen a sus padres y madres 

privadas de la libertad por infracción a la Ley de Drogas en países distintos a los de origen. 
8) Integrar programas especializados en las escuelas que sean capaces de atender las 

necesidades de los NNAPES para evitar situaciones de estigmatización y deserción 
escolar.   
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